
10 de enero de 2021

Tras el estallido social ocurrido en octubre de 
2019, surgió en el país la necesidad de 
organizarse para exigir soluciones concretas 
frente a la crisis socio económica y ambiental 
que nos afecta. Este contexto detonó la 
participación de las personas en cabildos a lo 
largo del territorio nacional.  

El 4 de noviembre de 2019, se realizó un cabildo 
medioambiental en la capital maulina, en el 
Centro de Extensión de la Universidad de Talca, 
donde participaron alrededor de 150 personas 
particulares y representantes de organizaciones. 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En esta instancia, se realizó un diagnóstico 
participativo sobre la crisis ambiental que nos 
afecta, los graves impactos y problemas 
socioambientales producidos por las personas, y 
los proyectos productivos y energéticos en 
nuestra región y en todo el territorio nacional, la 
importancia de mejorar la legislación chilena 
para fortalecer la institucionalidad ambiental, el 
rol fiscalizador del Estado y la participación 
efectiva de las comunidades en las decisiones 
político-económicas que afectan sus territorios, 
entre otros. 
 
Expongo aspectos ambientales esenciales para 
las bases de una nueva Constitución Política del 
Estado, que manifestamos quienes participamos 
en dicho diagnóstico y que complementé con 
17 años de experiencia como dirigente 
a m b i e n t a l - c o m u n i t a r i o , j u n t o c o n m i s 
conocimientos de formación, frente a la urgencia 
de tomar decisiones y acciones rápidas en un 
contexto de cambio climático.  

1) La nueva Constitución debe incorporar el 
reconocimiento de los pueblos originarios y 
la Naturaleza como sujeto de derechos, con 
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el fin de proteger la biodiversidad y los 
ecosistemas que sostienen la vida en La 
T i e r ra y, p o r e n d e , n u e s t ra p ro p i a 
supervivencia.  

2) Dicha Constitución debe crearse de forma 
participativa, y debe incluir la toma 
decisiones vinculante por parte de la 
ciudadanía frente aquellos proyectos y 
programas que afectarán sus territorios. 
 

3) La Constitución debe ser el pilar para mejorar 
la normativa nacional de protección 
ambiental y priorizar proyectos dormidos en 
e l C o n g r e s o , q u e f o r t a l e z c a n l a 
institucionalidad ambiental y, de este modo, 
se potencie el rol fiscalizador del Estado, se 
e n t re g u e a p o y o l e g a l e i n c e n t i v o s 
económicos a la conservación y protección 
del medioambiente, a la investigación 
científica-tecnológica, y se aumenten la 
tipificación, sanciones y penas por delitos 
ambientales, etc. 
 
Una Constitución que aliente a cualquier 
administración presidencial a firmar tratados 
internacionales para la protección del 
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medioambiente y las personas (ejemplo, 
Acuerdo de Escazú) y no permita adherir a 
aquellos cuerpos jurídicos internacionales 
que vayan en contra de la soberanía, su 
gente, y la Naturaleza. 

4) El acceso al agua es un derecho humano. Por 
ello, el agua como bien nacional de uso 
público, ya no debe considerarse un bien 
comerciable, s ino como un derecho 
fundamental y parte de un ciclo hidrológico 
que permite el desarrollo de procesos 
ecológicos esenciales para la vida y las 
actividades productivas, por ello, es 
necesaria la derogación o modificación del 
Código de Aguas para asegurar este derecho 
y su protección. Una tarea que debe ser 
prioritaria, sobretodo, por los efectos del 
cambio climático en nuestro país. 
 
Se requiere una inmediata discusión sobre 
cuál será el uso prioritario que se dará a ésta, 
de acuerdo a la característica de cada 
territorio, así como, devolver su conexión 
legal con la tierra, y crear un impuesto 
diferencial para aquellos usos productivos 
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que generen mayor impacto en el recurso 
hídrico.  

5) Los minerales, el agua, la biodiversidad, y el 
suelo son riquezas naturales de nuestro país, 
patrimonio de todas las y los chilenos; por 
ello, su gestión debe ser nacionalizada para 
que el usufructo, consumo, uso, o goce de 
éstos, sea para beneficio de la sociedad en su 
conjunto y no sólo para algunas personas y/o 
consorcios económico-políticos nacionales o 
extranjeros. De este modo, se obtendrán los 
fondos económicos necesarios para financiar 
todas las políticas públicas, programas, 
medidas de mitigación y protección 
ambiental, e incluso, se podrá responder 
económicamente a todas las otras demandas 
sociales, como por ejemplo, el sistema de 
pensiones. 
 
Agregar, que contamos con suficiente capital 
humano avanzado para que nuestra 
economía basada en la exportación de 
recursos naturales, migre hacia una basada 
e n l a e x p o r t a c i ó n d e s e r v i c i o s y 
conocimiento, de este modo, abandonar 
prácticas productivas a gran escala que están 
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destruyendo nuestro patrimonio natural y 
cultural. 
 
Además, nuestro territorio nacional cuenta 
con bellezas naturales únicas que pueden 
transformar el turismo sustentable en un 
actor relevante en el desarrollo económico 
del país. 

6) El conocimiento científico y tecnológico 
debe ser un aliado estratégico y vinculante 
en la creación de normativas, políticas 
públicas, y desarrollo económico, ya que se 
requiere un levantamiento de líneas de base 
d e n u e s t r a s c u e n c a s h i d r o l ó g i c a s , 
biodiversidad, y territorios, para decidir 
cómo y de qué forma puede ser usada el 
agua, o qué proyecto y de qué tipo puede 
ser factible realizar en una región del país; de 
este modo, se evitará seguir creando “zonas 
de sacrificio” y explosiones urbanas que 
ocupen terrenos agrícolas, naturales, o 
ancestrales. Los proyectos deben incluir en 
su formulación a las comunidades locales 
como actores claves en su aprobación y 
ejecución. 
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7) Pr ior izar y potenciar programas de  
educación ambiental, recuperación de suelos 
degradados, reforestación con flora nativa, 
producción orgánica, gestión de residuos, 
ampliar zonas protegidas como reservas y 
parques, entre otros, para comenzar a mitigar 
y adaptarnos al cambio climático. 
 

8) Incluir una inmediata fiscalización y acción 
por parte del Estado para la creación —de 
forma participativa y científica— de Planes de 
Descontaminación en las zonas más 
contaminadas del país o denominadas 
“zonas de sacrificio” para devolver la salud a 
las personas y ecosistemas. 

9) Ya que el modelo económico actual no ha 
probado ser efectivo en la protección de la 
personas y la Naturaleza, sino que, por el 
contrario, ha creado pobreza, destrucción y 
contaminación de ecosistemas, se requiere 
de un nuevo modelo basado en el buen vivir. 
 
Agregar, se debe incentivar la asociatividad 
de pequeños negocios para que puedan 
competir en iguales condiciones que con los 
grandes consorcios económicos. Potenciar  
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las economías locales, para evitar que sean 
absorbidas por los grandes capitales. 
 
Desconcentrar los oligopolios de las 
industrias para evitar abusos hacia las 
personas, comunidades y Naturaleza. 

 

10) La producción orgánica y limpia (energías   
renovables de bajo impacto), deben ser 
prioridad, por ello, se deben erradicar y/o 
restringir industrias, plantas de energía, 
procesos, agroquímicos tóxicos, y semilleros 
transgénicos que contaminan y enferman a 
nuestras comunidades, terr i tor ios y 
biodiversidad. 

Se deja establecido que éste es un resumen de 
los principales puntos planteados, que pueden 
faltar requerimientos de quienes participaron en 
dicho cabildo, que complementé su contenido 
respetando el espíritu de la opinión recogida, y 
que cada punto, en sí mismo, es más profundo 
que lo posible a ser detallado aquí, en este 
momento.  

�8



10 de enero de 2021

 
Potenciar la ética con conciencia verde 

Por otro lado, además, de defender estos 
aspectos ambientales que se discutieron en el 
cabildo señalado, en la futura Constitución 
también procuraré velar porque se incluya: 

1) La urgencia de considerar al ser humano 
como parte de la Naturaleza, ya que, al 
excluirse de ésta ha provocado una 
indiferencia frente a las acciones de 
usufructo, consumo, uso, o goce, que, 
además, nos han llevado al cambio 
climático, el cual está poniendo en riesgo 
nuestra vida y de otras especies de la Tierra. 

2) Responsabilidad social (para lo cual se 
puede remitir a la ISO 26000).  

3) Formación integral que permita al ser 
humano alcanzar todo su potencial, por 
ello, se debe proteger a la familia, mejorar 
la educación formal (que incluya todos los 
aspectos de la cultura), tener la libertad de 
elegir como desarrollarse espiritualmente 
(ya sea, a través de la religión u otra forma 

�9



10 de enero de 2021

de canalizar este desarrollo), y participar en 
la sociedad. Una formación que debe ser 
fortalecida de forma permanente, debido a 
los avances científicos-tecnológicos que se 
desarrollan, frente a los cuales debemos ser 
capaces de comprender para tomar 
decisiones responsables socioambiental-
mente. 

4) Cosmovisiones indígenas, que nos permita 
aprender e incorporar el Buen Vivir y, entre 
otras cosas, poder construir juntos un 
nuevo modelo económico que beneficie a 
todos; que se contemplen los derechos de 
la Naturaleza; así como, lo que se requiera 
para su ejercicio por parte de los pueblos 
originarios.  
 
Por otro lado, frente a los graves problemas  
soc ioambienta les que nos a fectan 
considerar también el decrecimiento 
económico (un estado estacionario de 
equilibrio dinámico de la economía 
humana que permita la satisfacción de las 
necesidades esenciales, frente a la 
imposibilidad del crecimiento ilimitado). 
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5) Fortalecimiento organizacional, lo que 
significa velar porque las organizaciones 
públicas, municipales, estatales, privadas,  
comunitarias, etc., ejerzan los roles para los 
cuales fueran creadas, pero incluyendo la 
responsabilidad social en éstas. Por 
ejemplo, creo que deben existir las Fuerzas 
Armadas y de Orden para proteger los 
nuevos valores que se integren a la 
Constitución, pero estas instituciones 
deben incluir en su ejercicio y sistema de 
gestión valores éticos, y respeto a los 
derechos humanos; no cualquiera puede 
dirigirla ni cualquier persona puede 
ingresar a éstas, portar un arma y usarla 
contra otra persona, sólo por pensar 
distinto. Las organizaciones no deben estar 
sujetas a decisiones “gerenciales”, sino a un 
sistema de gestión que obligue a sus 
representantes a actuar conforme a éste.   

6) Creo en el derecho de propiedad, pero  
éste debe diferenciarse sobre lo que se 
define, ya sea, entre lo creado por el ser 
humano, y aquello creado por la Naturaleza 
o Dios, por lo cual, existirán derechos 
privados de personas como particular, así 
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como, derechos que sean comunes. Sé que 
es un aspecto conflictivo, pero las personas 
no deben temer al bien común, nadie 
quiere arrebatar lo que con esfuerzo se ha 
conseguido (una casa, un auto, etc.), pero el 
agua, por ejemplo, no debe pertenecer a 
nadie, ya que es esencial para la vida de 
todos. El acaparamiento no debe ser 
permitido, cuando otros no tienen nada, y 
aquellos que no puedan demostrar de 
forma legal cómo adquirieron sus fortunas 
o patrimonio, éstas deberían regresar al 
Estado o a sus legítimos dueños. 

7) Producción orgánica y sustentable, ya que la 
salud de los ecosistemas y las personas 
depende de las mejores decisiones de 
gestión en la fabricación de productos y 
prestación de servicios. 

8) Niñas y niños protegidos desde la gestación, 
porque la vida es un milagro divino o un 
milagro de la Naturaleza/científico. Esto 
significa que el Estado debe apoyar a la 
madre y al padre, en todo momento, para 
que puedan acceder a su formación integral. 
Si una mujer piensa o decide abortar, 
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significa que su pareja, la familia, el Estado y 
la sociedad fallaron, y no debe perder su 
libertad por ello. Cuando de una relación 
íntima consensuada se gesta un hija/o, el 
padre, su familia, podría querer criarlo, 
incluso hasta el Estado, siempre y cuando la 
mujer sea contenida, protegida, y amparada 
todo el tiempo, y el Estado sea capaz de 
crear verdaderas instituciones para proteger 
a las mujeres, a las y los infantes. Una 
discusión abierta. 
 
Los derechos universales de los niños deben 
ser protegidos, ejercidos, y enseñados. 
Nuestro futuro requiere que niñas, niños, 
jóvenes y adultos sean formados con valores 
éticos y con responsabilidad social y 
ambiental.  

9) La Declaración Universal de los Derechos 
Humanos (derecho a la salud, educación, 
vivienda, seguridad social, derecho de los 
trabajadores, migración, etc.) 

10) Fomentar el l iderazgo colectivo, la 
cooperación, y la asociatividad para construir 
consensos en todas las esferas, para evitar las 
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polarizaciones políticas, etarias, sociales, de 
género, religiosas, ideológicas, que sólo 
promueven la violencia (física y/o verbal) 
como solución, cuando de forma conjunta 
podemos llegar a acuerdos que nos permitan 
alcanzar la responsabilidad social en un 
entorno natural. 

 
Independencia 

Finalmente, señalar que acepté el desafío de ser 
Constituyente, como independiente, porque mi 
madre pensó en mí desde el inicio, y porque la 
Izquierda Cristiana, organización política donde 
ella participa, me hizo la invitación. Por ello, 
adjunto aquí su propuesta de la Constitución 
que sueñan.  
 
Si bien, puedo no estar de acuerdo en la forma 
en que se expresa su contenido, sí creo que “el 
fondo” no se aparta de lo que he manifestado. 
 
Por supuesto, todo lo expuesto puede ser 
complementado o corregido con otras 
opiniones, las cuales espero recoger antes de las 
elecciones para considerarlas en la futura 
Constitución. Si no resulto electa, compartiré 
esta información con quienes sean electos. 
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PRIMERAS	PROPUESTAS	PARA	UNA	NUEVA	CONSTITUCIÓN 
																									IZQUIERDA	CRISTIANA	DE	CHILE	

1.	Introducción	

Las	 relaciones	 sociales,	 económicas	 y	 políIcas	 que	
sustentaban	 la	 convivencia	 liberal	 que	 arrastro	 a	 la	
socialdemocracia	 al	 centrismo	 políIco	 radical	 tras	 el	 colapso	
del	 bloque	 oriental 	 ante	 la	 imposibilidad	 -tanto	 míIca-1

discursiva	 como	 desde	 la	 realpoliIk-	 ha	 comenzado	 a	
derrumbarse.		

Este	 proceso	 de	 corto	 pero	 denso	 se	 inició	 inmediatamente	
después	 del	 “fin	 de	 la	 historia” ;	 primero	 fue	 la	 decadencia	2

imperial	 global	 ante	 los	 discursos	 altermundistas	 y	 el	
salafismo	islámico ,	posteriormente	ya	en	el	2007	en	adelante	3

la	 crisis	 sistémica	que	 sigue	 teniendo	en	peligro	 la	 economía	
mundial	por	la	jerarquización	de	los	mercados	y	el	proceso	de	
financiarización	económica	en	medio	de	la	desregulación .	Sin	4

	 Regalado,	 Roberto	 (2011):	 Socialismo,	 Socialdemocracia	 y	1

Comunismo	(Habana,	Ocean	Sur).	

	 Fukuyama,	 Francis	 (1992):	 El	 Fin	 de	 la	 Historia	 y	 el	 ÚlImo	2

Hombre	(New	York,	Free	Press).	

	 Chomsky,	 Noam	 (2003):	 Hegemony	 or	 Survival	 (New	 York,	3

Henry	Holt	and	Company).	

	Amin,	 Samir,	Morin,	 Francois	 Et	Al	 (2010):	Crisis	 Financiera,	4

Económica	 y	 Sistémica	 (Trad.	 Javier	 Alvarado,	 Emmanuel	
Detrinidad,	 José	 María	 Durán	 y	 Juan	 Pablo	 Mateo,	 Madrid,	
MAIA	Ediciones).	
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embargo,	 nada	 parecía	 alterar	 el	 orden	 global	 donde	
predominaba	 la	 doxa	 liberal	 donde	 la	 convivencia	 pluralista,	
las	 libertades	 individuales	 y	 el	 hedonismo	 corroía	 todas	 las	
esferas	 de	 la	 sociedad	 hasta	 la	 crisis	 políIca	 de	
representaIvidad	 a	 nivel	 global	 -con	 el	 surgimiento	 de	 la	
nueva	 izquierda,	 que	 no	 puedo	 salir	 de	 la	 ontología	 liberal-	
llegando	 a	 niveles	 de	 insostenibilidad	 de	 convivencia	 social,	
cultural	 y	 económica	 producido	 por	 el	 mismo	 orden	
individualista.	

En	 Chile,	 la	 crisis	 endémica	 del	 modelo	 económico	 -por	 la	
primacía	 de	 la	 economía	 especulaIva	 y	 financiera	 en	
desmedro	de	 la	real	y	el	empleo-	y	 la	desarIculación	políIca	
acelerada	 de	 todos	 los	 parIdos	 en	 la	 democracia	 coyuntural	
apartados	de	 las	mayorías	 sociales	y	proyectos	políIcos,	han	
derivado	 en	 un	 endeudamiento,	 en	 una	 precarización	
económica	-hecha	patente	en	la	crisis	del	acceso	a	la	vivienda-	
y	una	despersonalización	de	las	relaciones	sociales:	quiebre	de	
los	 lazos	comunitarios,	dispersión	de	 los	cuerpos	 intermedios	
y	 gremiales,	 descomposición	 de	 las	 relaciones	 familiares,	
profundización	de	las	enfermedades	mentales	y	trastornos	de	
la	personalidad	y	otros.		

Es	un	hecho	que	la	globalización	neoliberal	no	proporciona	las	
condiciones	 adecuadas	 para	 el	 pleno	 goce	 de	 los	 derechos	
innatos	a	 la	naturaleza	humana,	por	 todos	 los	 sectores	de	 la	
población.	Las	mayorías	no	ni	siquiera	poseen	una	protección	
mediante	los	mecanismos	jurisdiccionales.	Su	reconocimiento	
y	su	aplicación	requieren	de	políIcas	públicas	enfocadas	hacia	
las	 necesidades	 específicas	 de	 determinados	 sectores	 de	 la	
población	que	hoy	resultan	incompletas	e	insuficientes .	5

Dicho	 desastre	 del	 proyecto	 liberal	 ha	 conllevado	 en	 el	
estallido	 social;	 el	 cual	 no	 responde	 a	 una	 acumulación	 de	

	Astudillo,	Fernando	(2020):	“Derechos	humanos	un	programa	5

de	unidad	para	todas	las	fuerzas	democráIcas”.	Disponible	en:	
hkps://opinion.cooperaIva.cl/opinion/poliIca/derechos-
humanos-un-programa-de-unidad-para-todas-las-fuerzas-
democraIcas/2020-09-29/092431.html.	 Fecha	 de	 consulta:	
viernes	01	de	enero	2021.		
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fuerza	 social	 ni	 a	 una	 espontánea	 organización	 comunitaria.	
Por	 el	 contrario,	 sigue	 entrampada	 muchas	 veces	 en	 la	
aversión	consumista,	en	la	despoliIzación	o	el	individualismo;	
los	 cuales	 han	 hecho	 eco	 en	 momentos	 rousseanos	 de	 ira	
colecIva	 pero	 no	 ha	 trascendido	 en	 una	 nueva	 forma	 de	
relación	 social	 y	 de	 un	 verdadero	 cambio	 fundamental.	 Pero	
dicho	 caos	 espontáneo	 y	 sin	 dirección	 han	 sido	 la	 expresión	
irrestricta	 del	momento	 consItuyente:	 el	 pueblo	 no	 aguanta	
más.		

En	 dicha	 línea,	 la	 apertura	 de	 la	 socialdemocracia	 y	 la	
izquierda	 neoliberal	 junto	 a	 la	 derecha	 individualista	 es	 la	
oportunidad	 histórica	 para	 hacer	 popular,	 democráIco,	
responsable	 y	 comunitario	 un	 proceso	 que	 es	 el	 punto	 de	
parIda	 de	 la	 sociedad	 post-liberal	 que	 se	 encamina	 Chile	
como	el	resto	del	mundo.	

Como	Izquierda	CrisIana	de	Chile	abogamos	por	que	la	nueva	
Carta	 Fundamental	 sea	 el	 punto	 de	 parIda	 para	 el	 largo	
camino	 fundado	 en	 la	 Unidad	 PolíIca	 y	 Social	 del	 Pueblo,	
desde	 el	 senIdo	 común,	 para	 transitar	 al	 Socialismo	
Comunitario	y	Personalista;	un	sistema	de	organización	social,	
económica	y	políIca,	como	también,	éIca	de	vida,	fundada	en	
la	 primacía	 de	 la	 dignidad	 humana,	 que	 busca	 la	 realización	
plena	 del	 desarrollo	 humano	 integral.	 Buscando	 concretar	 la	
liberación	 de	 toda	 forma	de	 opresión	 de	 la	 persona	 a	 través	
del	 buen	 vivir:	 una	 nueva	 éIca	 fundada	 en	 el	 amor	
desprendido;	una	nueva	economía	fundada	en	la	colaboración	
y	ordenada	a	 los	fines	úlImos	de	 la	persona	 (su	 felicidad,	 su	
contemplación,	 su	 vida	 espiritual	 y	 comunitaria);	 una	 nueva	
políIca	 ordenada	 a	 la	 búsqueda	 del	 	 bien	 común	 desde	 la	
amplia	parIcipación	y	responsabilidad	de	 la	persona	a	través	
de	las	organizaciones	intermedias	y	la	democracia	directa;	una	
nueva	 educación	 fundada	 en	 el	 aprendizaje	 integral	 y	 el	
desarrollo	de	la	nueva	mujer	y	nuevo	hombre.	

Así,	como	proponemos	sentar	las	bases	de	la	unidad	políIca	y	
social	 del	 pueblo	para	 afrontar	 este	 proceso	 en	 los	 derechos	
humanos	que	todas	y	todos	reconocemos.	ParIcularmente	en	
tres	 documentos	 fundantes	 de	 los	 mismos,	 como	 son,	 La	
Declaración	 Universal	 de	 los	 Derechos	 Humanos,	 El	 pacto	
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Internacional	 de	 Derechos	 Civiles	 y	 PolíIcos	 y	 el	 Pacto	
Internacional	 de	Derechos	 Económicos,	 Sociales	 y	 Culturales,	
pues	 allí	 tendremos	 los	 elementos	 ideológicos-políIcos	
básicos	que	nos	permiten	la	unidad .	Sin	embargo,	pasaremos	6

a	 señalar	 las	 diversas	 propuestas	 emanadas	 de	 nuestra	
inspiración	crisIana	y	nuestra	opción	preferencial	por	las	y	los	
oprimidos	para	el	momento	consItuyente	que	vivimos.		

2.	Bien	Común	

El	sumo	bien	no	es	el	conjunto	de	bienes	parIculares,	el	bien	
del	 individuo	aislado,	 como	tampoco,	descansa	de	 los	bienes	
parIculares	 o	 la	 libertad	 negaIva.	 Por	 el	 contrario,	 el	 bien	
común,	no	es	parte	de	la	negación	del	Estado	y	la	negación	de	
la	 persona;	 contra	 el	 individualismo	 doctrinario	 que	 niega	 el	
orden	 social	 o	 lo	 vacía	 de	 todo	 senIdo	 comunitario,	
afirmamos	 que	 el	 hombre	 es	 parte	 la	 sociedad.	 Contra	 el	
materialismo,	 que	niega	 la	 trascendencia	 de	 la	 persona	 y	 las	
realidades	 superiores	 contenidas	 en	 ella,	 se	 reafirman	 los	
derechos	 anteriores	 a	 toda	 ley	posiIva	 y	 su	 carácter	 integral	
(material,	 espiritual	 y	 comunitario),	 y	 que	 hace	 consisIr,	
además,	 la	 acIvidad	 políIca	 en	 fin	 úlImo	 y	 supremo	 de	 la	
vida	humana:	el	desarrollo	humano	integral.	

La	 mujer	 y	 el	 hombre	 son	 un	 todo	 subsistente	 cuyo	 bien	
trasciende	el	bien	común	temporal;	que,	bajo	ciertos	aspectos,	
la	 persona	 es	 superior	 al	 Estado	 y	 que,	 lejos	 de	 hallarse	 en	
virtud	 de	 todo	 lo	 que	 es	 y	 posee	 (secundum	 se	 totum	 et	
secundum	 omnia	 sua)	 al	 servicio	 del	 Estado,	 Dios	 y	 la	 ley	
natural	han	querido	que	el	Estado	exista	y	sirva	para	ayudar	al	
hombre	en	la	realización	de	su	fin	úlImo.	

Dicho	bien	o	fin	es,	pues,	común	al	todo	y	a	las	partes.	Se	dice	
a	las	partes	como	si	fueren	todos,	porque	la	noción	misma	de	
persona	 significa	 totalidad.	 En	 otras	 palabras,	 en	 tanto	 se	 es	
individuo,	 se	 es	 parte	 de	 la	 sociedad	 y	 en	 cuanto	 se	 es	
persona,	es	decir,	algo	más	que	simple	fragmento	de	materia,	
pues	se	parIcipa	de	lo	social	en	tanto	se	permite	a	la	persona	
la	realización	plena	de	sus	más	altas	funciones	en	este	senIdo.	

	Ibid.	6
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No	 es	 el	 ser	 humano	 simple	 elemento	 sirviente	 del	 Estado,	
sino	que	el	protegido,	amparado,	promovido	e	integrado .	7

En	 el	 caso	 de	 las	 relaciones	 de	 la	mujer	 y	 el	 hombre	 con	 la	
sociedad	 políIca,	 el	 bien	 de	 la	 parte	 (la	 persona)	 supera	 o	
trasciende,	en	cierta	manera,	el	bien	del	 todo,	puesto	que	 la	
parte	va	más	 lejos	que	el	 todo	y	el	hombre	está	desInado	a	
más	altos	fines	que	el	Estado.	Y,	por	otro	lado,	con	que	el	todo	
se	 halla	 aquí	 al	 servicio	 de	 las	 partes,	 y	 no	 como	 en	 otros	
casos,	las	partes	al	servicio	del	todo;	puesto	que	el	Estado	y	la	
comunidad	por	derecho	natural	están	ordenados	en	servir	a	la	
persona .		8

Es	 decir,	 la	 persona	no	 es	 célula,	 sino	 una	 cumbre	 de	 donde	
parten	 todos	 los	 caminos	 del	 mundo.	 Por	 ello,	 es	 que	 la	
sociedad	 de	 personas	 debe	 regirse	 por	 dos	 leyes	
fundamentales:	la	ley	de	superación	y	la	ley	de	redistribución.	
La	primera	afirma	que	las	partes	de	una	sociedad	humana,	de	
una	 sociedad	 de	 personas	 humanas,	 trasciende	 al	 todo,	
mientras	 la	segunda,	afirma	que	es	esencial	al	bien	común	el	
reverIr	 a	 las	 personas	 o	 el	 retribuirse	 entre	 ellas;	 la	
servicialidad	 a	 las	 partes.	 La	 sociedad	 y	 el	 Estado	 están	 al	
servicio	de	la	persona	y	estas	actúan	acorde	al	bien	moral	en	
medida	que	 las	partes	sean	reconocidas,	amadas,	 liberadas	y	
cuidadas.		

“Por	 tanto,	 las	 personas	 y	 sus	 comunidades	 no	 sólo	
consItuyen	un	sujeto	de	los	derechos	humanos,	sino	también	
un	objeto	de	acción	social,	políIca,	jurídica	para	la	saIsfacción	
de	 las	 necesidades	 humanas	 y	 es	 el	 Estado	 que,	 como	

	Maritain,	Jacques	(1999):	Humanismo	Integral	(Trad.	Alfredo	7

Mendizábal,	España,	Editorial	Palabra).

	Maritain,	 Jacques	 (1968):	La	Persona	y	el	Bien	Común	(Club	8

de	lectores,	Buenos	Aires),	p.	44.	
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instrumento	 colecIvo	 de	 la	 sociedad,	 está	 obligado	 a	
promover,	permiIr,	proteger	y	proveer	su	saIsfacción” .	9

Asimismo,	 la	dignidad	y	el	desarrollo	humano	 integral	 son	 la	
piedra	angular	del	bien	común;	el	cual	se	dirige	hacia	el	buen	
vivir	 de	 la	persona	en	 responsabilidad,	 virtudes,	 necesidades	
materiales	 cubiertas,	 desInación	 de	 la	 vida	 a	 la	 comunidad,	
los	 bienes	 superiores	 de	 la	 cultura	 y	 la	 espiritualidad.	 Este	
buen	 vivir	 es	 el	 orden	 que	 la	 ley	 fundamental,	 la	 ley	 y	 toda	
forma	 de	 norma	 y	 directriz	 pública	 se	 mide	 y	 dirige.	 Al	
respecto,	hay	cuatro	aspectos	fundamentales ;		10

1. El	 respeto	 y	 concreIzación	 material	 de	 los	 Derechos	
fundamentales,	 incluyendo	 los	 llamados	 Derechos	
Sociales	y	la	realización	plena	de	la	persona.		

2. Desarrollo	Humano	Integral,	donde	todas	 las	personas	
vivan	como	tales;	teniendo	acceso	y	goce	de	los	bienes	
materiales,	culturales	y	espirituales	necesarios	para	su	
desarrollo	pleno	en	la	vida	personal	y	comunitaria.			

3. La	paz	y	amistad	social,	entendida	como	la	estabilidad	
y	 seguimiento	 de	 un	 orden	 social	 y	 jurídico	 justo,	
donde	 sea	 lema	 y	 realidad:	 “De	 cada	 cual,	 según	 sus	
capacidades;	a	cada	cual,	según	sus	necesidades”.	

4. Igualdad,	 en	dignidad,	 en	punto	de	parIda	en	 la	 vida	
social,	 cultural	 y	 económica,	 como	 también,	 cierta	
semejanza	en	condiciones	de	vida	y	parIcipación.	

	Astudillo,	Fernando	(2020):	“Derechos	humanos	un	programa	9

de	unidad	para	todas	las	fuerzas	democráIcas”.	Disponible	en:	
hkps://opinion.cooperaIva.cl/opinion/poliIca/derechos-
humanos-un-programa-de-unidad-para-todas-las-fuerzas-
democraIcas/2020-09-29/092431.html.	 Fecha	 de	 consulta:	
viernes	01	de	enero	2021.		

	GuIérrez	Latorre,	Luan	y	Salinas	Garcia,	Alonso	(2020):	“La	10

Ley	y	 la	Norma	Fundamental:	SenIdo,	Criterios	y	Efectos”,	en	
Roja	 Ramos,	 Rita,	 Ortega	 Albornoz,	 Vania	 Et	 Al	 (2020)	
Conozcamos	 la	 ConsItución	 para	 Cambiarla	 (Valparaíso,	
Editorial	Autónoma	Rhakiduam),	pp.	8-9.
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3.	 La	Verdadera	Subsidiariedad:	Dimensión	PosiIva,	NegaIva	
y	Funcionalidad	Horizontal	y	VerIcal	

Desde	 muestra	 perspecIva	 del	 bien	 común	 comprendemos	
que	 la	 subsidiariedad	 junto	 a	 la	 dignidad	 de	 la	 persona	 y	 la	
solidaridad	 son	 principios	 cardinales	 de	 dicho	 bien	 para	 la	
ordenación	de	la	sociedad	hacia	su	fin:	el	bienestar,	desarrollo	
integral	 y	 excelencia	 de	 la	 persona	 camino	 a	 la	
trascendencia .		11

Sin	 embargo,	 nuestra	 visión	 de	 la	 subsidiariedad	 no	 está	
entrampada	 en	 el	 reduccionismo	 libertario	 de	 la	 derecha	
individualista	 y	 la	 ridiculización	 barata	 de	 la	 izquierda	 en	 el	
paradigma	 liberal.	 Esto	 debido	 a	 que	 no	 es	 un	 principio	
referido	exclusivamente	al	 reparto	de	competencias	entre	 los	
diferentes	niveles	jerárquicos	y/o	funcionales	de	la	estructura	
social,	 mucho	 menos,	 la	 inexistencia	 de	 la	 acIvidad	 estatal	
para	asegurar	derechos	esenciales	a	la	misma	realización	de	la	
persona:	sus	bienes	materiales	y	espirituales.		

En	 primer	 término,	 es	 reconocer	 la	 autonomía	 de	 cada	
colecIvo	 y	 la	 importancia	 de	 descentralizar	 las	 decisiones	 a	
estos,	 mientras	 en	 segundo	 término,	 implica	 dialogo	 y	
parIcipación	 de	 las	 personas	 y	 sus	 comunidades	 en	 los	
objeIvos	 globales,	 necesidades	 personales	 y	 comunitarias,	
para	 la	consecución	de	 las	necesidades	 inImas	de	 la	persona	
para	su	felicidad,	su	fin	úlImo.	

3.1	Naturaleza	de	la	Subsidiariedad		

En	 su	 origen	 eImológico	 proviene	 de	 un	 término	 laIno	
aplicado	 al	 ámbito	 militar,	 subsidium;	 donde	 los	 Triarii	 se	
ubicaban	 en	 la	 tercera	 línea	 de	 los	 soldados	 romanos,	 los	
cuales	ingresaban	al	combate	exclusivamente	si	las	dos	líneas	
frontales	 de	 legionarios	 resultaran	 insuficientes	 o	 requieran	

	Catecismo	de	la	Iglesia	Católica	2,	n.	160.11
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ayuda.	 Es	 decir,	 estamos	 hablando	 del	 “apoyo	 úIl”	 o	
“asistencia	para	el	éxito	o	progreso	militar” .		12

Como	 tal,	 principio	 de	 subsidiariedad,	 ha	 sido	 desarrollado	
desde	el	magisterio	 social	 de	 León	XIII	 en	Rerum	Novarum	y	
formulado	 explícitamente	 como	 subsidiarii	 officii	 principium	
en	la	Encíclica	Quadragesimo	anno:	Toda	acción	de	la	sociedad	
debe,	 por	 su	 naturaleza,	 prestar	 auxilio	 a	 los	 miembros	 del	
cuerpo	 social,	 más	 nunca	 absorberlos	 y	 destruirlos.	 Así	
conviene	 que	 la	 autoridad	 suprema	 deje	 a	 las	 asociaciones	
inferiores	 tratar	 por	 sí	 mismas	 los	 cuidados	 y	 negocios	 de	
menor	importancia,	que	de	otro	modo	le	serían	de	grandísimo	
impedimento	 para	 cumplir	 con	 mayor	 libertad,	 firmeza	 y	
eficacia	cuanto	a	ella	sola	corresponde,	ya	que	solo	ella	puede	
realizarlo,	a	saber:	dirigir,	vigilar,	esImular,	reprimir,	según	los	
casos	y	la	necesidad	lo	exijan .		13

Por	ello,	siguiendo	a	Tomás	de	Aquino,	retomamos	la	sociedad	
orgánica	 descrita	 por	 Aristóteles ,	 haciendo	 un	 necesario	14

maIz:	 la	 persona	 antecede	 a	 la	 polis	 como	 “substancia	
primera”;	 pues	 al	 ser	 imagen	 de	 Dios	 única,	 a	 través	 de	 su	
voluntad,	conciencia,	actos	y	libre	albedrío	ninguna	autoridad	
humana	puede	ignorar	su	existencia	uIlizándola	como	medio.	
La	 Politeia	 existe	 para	 la	 persona	 y	 no	 viceversa.	 Siendo	
principio	 formal	 de	 la	 sociedad	 la	 autarkeia;	 la	 perfección	
mediante	 el	 despliegue	 de	 las	 potencialidades	 de	 la	 persona	
para	alcanzar	el	bien	común	del	todo	y	la	parte.		

Así,	 Benedicto	 XVI	 señala	 que	 la	 subsidiariedad	 es	 la	
“coordinación	de	las	acIvidades	de	la	sociedad	en	apoyo	de	la	
vida	 interna	 de	 las	 comunidades	 locales	 (…)	 cuando	

	Explicación	eImológica	extraída	de:		12

Moya,	 Graciela	 (2012):	 “La	 Aplicación	 del	 Principio	 de	
Subsidiariedad	en	el	Empoderamiento	de	los	Pacientes	para	el	
Cuidado	de	 la	Salud”,	en	 la	Revista	Acta	Bioethica	18	 (2),	pp.	
181-188.

	 León	 XII	 (1981):	 Rerum	 Novarum,	 23.	 	 Pío	 XI	 (1931):	13

Quadragesimo	anno,	n.	23	y	79.

	Aristóteles:	PolíIca,	I,	1.14
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examinamos	los	principios	de	solidaridad	y	subsidiariedad	a	la	
luz	 del	 Evangelio,	 comprendemos	 que	 no	 son	 sencillamente	
horizontales:	 ambos	 poseen	 una	 esencial	 dimensión	 verIcal.	
Jesús	nos	exhorta	a	hacer	a	los	demás	lo	que	querríamos	que	
se	 nos	 hiciera	 a	 nosotros	 (Lucas	 6:31),	 a	 amar	 a	 nuestro	
prójimo	 como	 a	 nosotros	 mismos	 (Mateo	 22:35).	 Estos	
mandamientos	 están	 inscritos	 por	 el	 Creador	 en	 la	 propia	
naturaleza	humana.	Jesús	Enseña	que	este	amor	nos	exhorta	a	
dedicar	nuestra	vida	al	bien	de	los	demás	(Juan	15:12-13)	(…)	
La	subsidiariedad,	que	alienta	a	hombres	y	mujeres	a	instaurar	
libremente	relaciones	dadoras	de	vida	con	quienes	están	más	
próximos	 y	 de	 los	 que	 dependen	 más	 directamente,	 y	 que	
exige	 de	 las	 más	 elevadas	 autoridades	 el	 respeto	 de	 tales	
relaciones,	 manifiesta	 una	 dimensión	 verIcal	 orientada	 al	
Creador	 del	 orden	 social	 (Romanos	 12:16-18).	 Una	 sociedad	
que	honra	el	principio	de	subsidiariedad	libera	a	las	personas	
de	 la	 sensación	 de	 desconsuelo	 y	 de	 desesperación,	
garanIzándoles	la	libertad	de	comprometerse	recíprocamente	
en	los	ámbitos	del	comercio,	de	la	políIca	y	la	cultura” .	15

¿Cómo	 se	 arIcula	 la	 subsidiariedad?	 Hay	 que	 disInguir	 la	
funcionalidad	verIcal	y	horizontal.	VerIcalmente	se	 refiere	a	
la	 correcta	 relación	 entre	 varios	 niveles	 de	 competencia	 y	
soberanía	insItucional;	donde	los	niveles	más	complejos	de	la	
administración	pública	no	deben	reemplazar	a	 los	más	bajos,	
sino	 protegerlos	 y	 ayudarlos	 con	 una	 intervención	 acIva	 y	
soporte	cuando	la	insItución	o	sociedad	menor	no	puede	por	
sí	 misma	 garanIzar	 la	 adecuada	 conInuidad	 a	 su	 propuesta	
social	 y	 asegurando	 su	 debida	 autonomía	 de	 lo	 contrario.	
Mientras	 horizontalmente,	 hablamos	 de	 comparIr	 las	
funciones,	 competencias	 y	 servicios	 entre	 la	 persona	 y	 la	
comunidad,	 entre	 los	 diversos	 organismos	 y	 cuerpos	

	Benedicto	XVI:	Discurso	a	los	parIcipantes	en	la	XIV	Sesión	15

Plenaria	 de	 la	 PonIficia	Academia	de	 las	 Ciencias	 Sociales	 el	
sábado	03	de	mayo	de	2008	en	la	Santa	Sede.	Disponible	en:		
hkp://www.vaIcan.va/content/benedict-xvi/es/speeches/
2008/may/documents/hf_ben-xvi_spe_20080503_social-
sciences.html.	 Fecha	 de	 Consulta:	 viernes	 01	 de	 enero	 de	
2021.		
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intermedios	 junto	 al	 Estado	 en	 una	 colaboración	 reciproca	
opImizando	 los	 recursos	 y	 habilidades	 de	 cada	 persona	 y	
asociación .		16

Antropológicamente,	la	subsidiariedad	implica	que	la	persona	
se	 realiza	 plenamente	 en	 diversos	 medios:	 la	 familia,	 la	
población,	el	trabajo,	la	asociación	gremial	y	de	trabajadores,	
la	ciudad,	etc.	Y	no	como	individuo	desarraigado	y	ajeno	a	los	
problemas	 de	 la	 colecIvidad;	 por	 lo	 que	 este	 principio	 se	
compone	de	 tres	 subprincipios:	1.	 La	persona	es	 responsable	
de	sí	misma	y	del	otro	para	colaborar	en	su	desarrollo	humano	
integral,	2.	La	asociación	existe	para	colaborar	a	la	persona	en	
su	 fin	 úlImo	 desde	 fines	 parIculares,	 y	 las	 asociaciones	
mayores	 existen	 para	 colaborar	 a	 las	 asociaciones	 menores	
para	 cumplir	 sus	 fines	 en	 post	 de	 la	 realización	 de	 la	
substancia	personal,	 trascendente	 y	 dignísima,	 la	 persona,	 3.	
La	 colaboración	 y	 auxilio	 son	 la	 regla	 y	 razón	 de	 la	 vida	 en	
común,	de	la	asociación	y	la	existencia	de	la	máxima	sociedad,	
el	Estado;	por	lo	que	no	es	la	ausencia	de	la	persona	ni	de	las	
sociedades	 mayores,	 pero	 tampoco	 es	 la	 supremacía	 y	
someImiento	 al	 individuo	 ni	 a	 la	 sociedad	mayor	 la	 vida	 en	
común,	es	el	amparo,	promoción	y	protección	del	ser	humano	
y	su	vida	en	comunidad	para	su	máxima	realización	material,	
comunitaria,	espiritual	y	cultural.		

Por	lo	tanto,	debemos	destacar	de	la	subsidiariedad :		17

a) Al	estar	 fundado	en	 la	metaxsica	de	 la	persona	aplica	
para	 toda	 la	 vida	 social,	 desde	 la	 familia	 hasta	 la	
relación	 entre	 los	 cuerpos	 intermedios	 mayores	 y	 el	
Estado.		

b) Es	 un	 principio	 formal	 necesitado	 de	 determinación	
debido	 a	 la	 naturaleza	 de	 la	 sociedad	 y	 de	 las	
circunstancias	 parIculares.	 No	 son	 estáIcos	 sus	
efectos,	varían	en	Iempo	y	lugar,	sin	cambiar	su	Eidos	
propia.		

	Moya,	Graciela	(2012):	Ibid.16

	Schickendantz,	Carlos	(2001):	“El	Principio	de	Subsidiariedad	17

en	la	Iglesia”,	en	Revista	Teología	y	Vida,	v.	42,	n.	3,	SanIago.
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c) Regula	 tanto	 las	 competencias	 entre	 las	 personas	 y	
comunidades,	 como	 de	 comunidades	 pequeñas	 y	
grandes.	

d) Su	 eje	 arIculador	 es	 la	 prioridad	 de	 la	 persona	 como	
origen	y	fin	de	la	sociedad.	

e) Se	 fundamenta	 en	 que	 la	 persona	 humana	 es	
naturalmente	social ,	por	lo	que	solo	puede	conseguir	18

su	 realización,	 en,	 mediante	 y	 con	 las	 relaciones	
sociales.	

f) Implica	 junto	 a	 otros	 principios	 que	 las	 relaciones	
sociales	 y	 la	 comunidad	 existen	 para	 proveer	 ayuda	
(subsidium)	 a	 los	 individuos	 en	 su	 libre	 y	 obligatoria	
asunción	 de	 responsabilidades	 para	 la	 propia	
realización	 y	 la	 del	 prójimo	 al	 desarrollo	 humano	
integral.	

g) Conlleva	 que	 las	 sociedades	 mayores	 deben	
desempeñar,	 como	 principio	 de	 existencia,	 roles	
semejantes	 en	 a	 las	 menores	 sin	 exInguir	 su	 propia	
responsabilidad	y	autonomía,	sino	para	colaborar	en	el	
desarrollo	 de	 estas	 y	 excepcionalmente	 suplirlas	 para	
su	realización.	

h) Exige	 posiIvamente	 que	 todas	 las	 comunidades	
permitan,	 y	 más	 aún,	 posibiliten	 y	 fomenten	 el	
ejercicio	 de	 la	 propia	 responsabilidad	 personal	 y	
comunitaria	 de	 la	 persona	 y	 comunidades	 menores.	
Mientras	 negaIvamente	 exige	 que	 cualquier	 grupo	
mayor	no	prive	a	 la	persona	y	a	 los	 grupos	de	menor	
rango	 de	 su	 derecho	 a	 ejercer	 soberanamente	 su	
autorresponsabilidad,	 toda	 intervención	 es	 apropiada	
para	ayudar	a	la	realización	y	desarrollo	integral.			

i) Posee	 una	 dimensión	 posiIva	 y	 negaIva,	 como	
también,	posee	una	función	verIcal	y	otra	horizontal.		

3.2	 Aplicación	 de	 la	 Verdadera	 Subsidiariedad	 en	 la	 Carta	
Magna	

	Aristóteles:	PolíIca,	I.	1253a	9-10.18
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• En	materia	económica:		

A	la	luz	de	la	naturaleza	de	la	propiedad	privada,	en	su	
función	 personal	 y	 comunitaria	 para	 saIsfacer	 lo	
necessarium	 vitae	 y	 la	 función	 social ,	 la	 ley	 y	 las	19

políIcas	 públicas,	 desde	 la	 funcionalidad	 subsidiaria	
negaIva,	 deben	 propender	 a	 fortalecer	 la	 propiedad	
privada	 dentro	 de	 lo	 realmente	 necesario	 para	 vivir	
bien	 -no	 así	 lo	 superfluo-:	 necesidades	 materiales,	
bienes	 superiores	 de	 la	 cultura,	 espirituales	 y	
comunitarios.	Lo	que	“versa	sobre	la	saIsfacción	de	las	
necesidades	primordiales	 (…)	 (es	donde)	todo	hombre	
Iene	un	derecho	absoluto	a	ello,	y	es	 incluso	el	único	
dominio	 del	 derecho	 de	 propiedad	 en	 que	 se	 puede	
hablar	de	derecho	absoluto	(respetada	la	 intención	de	
uso	común)” .	20

En	cambio,	“la	ley	y	las	políIcas	públicas	deben	buscar	
la	redistribución	(…)	de	lo	superfluo.	Lo	superfluo	debe	
ser	sujeto	a	 la	retribución	tributaria,	al	 fomento	de	su	
uso	 social	 mediante	 políIcas	 públicas	 y	 gremiales	 de	
los	mismos	propietarios” .	Fomentando	efecIvamente	21

la	 verdadera	 coordinación	 de	 las	 acIvidades	 de	 la	
sociedad	 en	 apoyo	 de	 la	 vida	 interna	 de	 las	
comunidades	locales	como	explico	el	Romano	Ponzfice	
Benedicto	XVI.		

“Se	 debe	 disInguir	 lo	 necesario	 para	 vivir	 de	 lo	
superfluo	 a	 nivel	 jurídico	 y	 propender	 a:	 a)	 que	 lo	
superfluo	 tenga	 un	 espacio	 de	 acción	 para	 ser	

	 Salinas,	 Alonso	 (2020):	 “La	 Propiedad	 y	 la	 Nueva	19

ConsItución:	 Un	 Aporte	 para	 el	 Proceso	 ConsItuyente”.	
Disponible	 en:	 hkp://www.reflexionyliberacion.cl/ryl/
2020/11/10/la-propiedad-y-la-nueva-consItucion-un-aporte-
para-el-proceso-consItuyente/.	Fecha	de	consulta:	viernes	01	
de	enero	de	2021.		

	Mounier,	 Emanuel	 (1984):	 De	 la	 Propiedad	 Capitalista	 a	 la	20

Propiedad	Humana	(Buenos	Aires,	Edición	Carlos	Lohlé),	p.	58.

	Salinas,	Alonso	(2020):	Ibid.21
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administrado	 por	 el	 parIcular	 con	 libre	 desInación	
dentro	 de	 su	 espacio	 xsico	 comunal	 o	 regional	 para	
inverIr	 en	 la	 comunidad;	 b)	 mayores	 imposiciones	
fiscales	sobre	lo	superfluo	de	enIdades	impersonales	y	
extensas	 rentas;	 c)	 parIcipación	 acIva	 de	 las	
organizaciones	 intermedias	 en	 la	 dirección	 de	 lo	
superfluo	 de	 los	 grandes	 capitales	 en	 su	 inversión	
social	 y	 retribución	 para	 completar	 lo	 necesario	 para	
vivir	 de	 las	 amplias	 mayorías	 sociales;	 d)	 generar	 un	
o rgan i smo	 nac iona l	 de	 consumidores	 que	
conjuntamente	 a	 los	 gremios	 de	 proveedores	 y	 el	
Estado	 coordinen	 los	 precios	 para	 evitar	 los	 falsos	
precios	 por	 oligopolios	 y	 especulación	 financiera,	
permiIendo	 una	 saIsfacción	 efecIva	 de	 los	 bienes	
materiales	 para	 las	 personas;	 y	 e)	 fomentar	 la	
asociación	 comunitaria	 para	 una	 vida	 personalista	
efecIva	 que	 se	 dirige	 el	 desarrollo	 humano	 integral	
desde	el	buen	uso	de	la	propiedad	privada” .		22

Emanuel	Mounier,	bien	señaló	que	lo	superfluo	“existe	
(…)	para	 la	 fecundidad,	no	para	 la	acumulación” .	Así	23

entendido,	 podemos	 aplicar	 efecIvamente	 el	
reconocimiento	 de	 la	 autonomía	 de	 la	 persona	 y	 los	
cuerpos	 intermedios,	 como	 también,	 la	naturaleza	del	
llamado	subsidium,	sin	reducirlo	a	 la	acIvidad	Estatal,	
por	 el	 contrario,	 extendiéndola	 a	 las	 organizaciones	 y	
asociaciones	 con	 una	 vocación	 social	 como	
cooperaIvas,	 sindicatos,	 sociedades	 de	 personas	 en	
materia	 comercial,	 pequeñas	 propiedades,	 etc.	
Descentralizando	la	propiedad	y	el	consumo,	haciendo	
parIcipe	 y	 responsable	 a	 las	 amplias	 comunidades	
sociales	y	personas.		

• En	materia	de	derechos	fundamentales:	

Es	 necesario	 superar	 la	 interpretación	 absoluIsta	
liberal	 de	 la	 (no)subsidiariedad	 de	 la	 actual	
ConsItución	 vigente	 que	 privilegia	 a	 las	 insItuciones	

	Ibid.22

	Mounier,	Emanuel	(1984):	Op.	Cit.,	p.	69.23
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privadas	 en	 la	 saIsfacción	 de	 las	 prestaciones	
vinculadas	con	los	derechos	sociales	y	las	refuerza	con	
la	primacía	de	 la	defensa	de	 la	propiedad	privada	y	 la	
libertad	empresarial	de	los	arzculos	19	número	21,	23	
y	 24	 de	 la	 CPR.	 El	 paso	 lógico	 es	 transitar	 de	 la	
nomenclatura	de	derecho	 libertad	de	acceso	hacia	 los	
derechos	efecIvos	y	sustanIvos.		

Nos	referimos	a	 la	superación	de	los	simples	 intereses	
saIsfechos	 dentro	 de	 las	 lógicas	 del	 mercado:	
individuos	 actuando	 por	 el	 propio	 interés	 no	 el	 bien	
común;	 sin	 tener	un	deber	de	proveer	o	 el	 derecho	a	
recibir	 antes	 de	 un	 contrato	 pr ivado	 o	 la	
contraprestación	 pecuniaria;	 la	 libre	 sujeción	 de	
diversas	 disposiciones	 y	 clausulas	 en	 favor	 del	
beneficio	 parIcular	 del	 proveedor	 del	 (anI)derecho	
social.		

Esta	 necesaria	 superación	 no	 implica	 que	 el	 Estado	
tenga	 el	 deber	 absoluto	 y	 exclusivo	 de	 saIsfacer	 el	
largo	listado	de	derechos	sociales	nacidos	de	la	propia	
naturaleza	 humana	 para	 la	 consecución	 de	 sus	 fines	
úlImos,	 por	 el	 contrario,	 implica	 que	 tanto	 el	 Estado	
desde	 sus	 servicios	 públicos,	 como	 las	 organizaciones	
comunitarias	y	enIdades	privadas	-no	impersonales	ni	
con	un	afán	eminentemente	 lucraIvo-	 se	asocien	a	 la	
luz	 de	 la	 colaboración	 que	 implica	 la	 subsidiariedad	
para	dar	espacio	a	la	autorrealización	y	suplencia	en	los	
errores	 e	 incapacidades	 de	 los	 pr ivados	 u	
organizaciones	comunitarias	por	parte	del	Estado	en	la	
garanza	efecIva	de	acceder	a	derechos	tan	necesarios	
como	la	vivienda,	salud,	seguridad	social,	etc.		

El	proveedor	de	 la	prestación	contenida	en	el	derecho	
social	sea	cual	sea	y	quien	sea	que	lo	de,	debe	proveer	
sirviendo	 al	 ciudadano,	 por	 interés	 general	 o	 bien	
común;	 reconociendo	 el	 derecho	 inalienable	 y	
obligatorio	 a	 dicha	 provisión	 y	 el	 deber	 ineludible	 de	
otorgarlo	 fuera	 de	 las	 disposiciones	 y	 clausulas	
unilaterales	ajenas	a	un	protocolo	público	como	ocurre	
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en	 el	 mercado	 de	 la	 salud	 o	 la	 previsión	 social	
actualmente.		

Así,	se	 llegaría	a	cumplir,	a	 la	 luz	de	 la	subsidiariedad,	
principios	 internacionalmente	 reconocidos	 en	materia	
de	 derechos	 fundamentales,	 como	 el	 principio	 de	
parIcipación	que	se	traduce	que	los	beneficiarios	de	la	
seguridad	 social	 parIcipan	 de	 su	 gesIón	 de	 forma	
directa,	efecIva	y	 concreta,	 como	contraparIda	de	su	
obligación	 de	 financiar	 aquella	 y	 el	 principio	 de	
solidaridad .	 La	 actual	 parIcipación	 protagonista	 de	24

las	 Sociedades	 Anónimas	 Especiales	 que	 administran,	
cobran	 comisión	 y	 disfrutan	 del	 50%	de	 las	 uIlidades	
de	 los	 fondos	 de	 pensiones	 no	 son	 una	 debida	
expresión	 de	 la	 subsidiariedad;	 por	 el	 contrario,	
debemos	 apuntar	 a	 una	 forma	 de	 administración	
comunitaria	 de	 diversos	 organismos	 sociales	 y	
enIdades	 públicas	 desde	 la	 coordinación	 y	
transparencia	 de	 inversión	 para	 generar	 mayores	
fondos	 para	 saIsfacer	 las	 diversas	 situaciones	 de	
conIngencia	 social	 de	 carácter	 no	 voluntario	 como	
enfermedad,	 desempleo,	 vejez,	 invalidez,	 muerte,	
maternidad	y	riesgos	ocupacionales,	etc.		

Reconociendo	 expresamente,	 en	materia	 de	 derechos	
fundamentales,	que	la	asociación	existe	para	colaborar	
a	la	persona	en	su	fin	úlImo	desde	fines	parIculares,	y	
las	 asociaciones	mayores	 existen	 para	 colaborar	 a	 las	
asociaciones	menores	para	cumplir	sus	fines	en	post	de	
la	realización	de	la	substancia	personal,	trascendente	y	
dignísima,	 la	 persona.	 Así,	 bien	 entendida	 la	
subsidiariedad,	 en	materia	 prestacional	 del	 contenido	
de	 los	 derechos	 fundamentales	 no	 implicaría	 la	
ausencia	 de	 la	 persona	 ni	 de	 las	 sociedades	mayores,	
pero	 tampoco	 la	 supremacía	 y	 someImiento	 al	
individuo	 ni	 a	 la	 sociedad	 mayor	 la	 vida	 en	 común;	
haríamos	norma	fundamental	el	amparo,	promoción	y	

	Humores	Noguer,	Héctor	(2000):	Derecho	del	Trabajo	y	de	la	24

Seguridad	 Social	 (SanIago,	 Editorial	 Jurídica	 de	 Chile),	 pp.	
438-439.
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protección	 del	 ser	 humano	 y	 su	 vida	 en	 comunidad	
para	 su	 máxima	 realización	 material,	 comunitaria,	
espiritual	y	cultural.	

Finalmente,	 ante	 la	 imposibilidad	 de	 la	 actuación	 de	
enIdades	 privadas	 y	 comunitarias,	 como	 ocurre	 y	
ocurrirá	 en	 materias	 tan	 delicadas	 como	 la	 salud;	 el	
Estado	debe	excepcionalmente	suplir	completamente	a	
los	cuerpos	intermedios	para	la	realización	y	desarrollo	
humano	 integral,	 buscando	 que	 la	 persona	 y	 sus	
asociaciones	 comunitarias	 con	 el	 Iempo	 se	 hagan	
cargo	responsablemente.		

• En	materia	administraIva:		

La	 actuación	 de	 la	 Administración	 a	 la	 luz	 de	 la	
subsidiariedad,	en	especial	su	funcionalidad	horizontal,	
debe	 tender	 a	 la	 conciliación	 y	 ponderación	 de	
intereses	 en	 ocasiones	 divergentes,	 fomentar	 la	
publicidad	y,	por	ende,	facilitar	el	entendimiento	entre	
los	interesados,	en	la	amplia	diversidad	de	actuaciones	
que	implican	el	llamado	Acto	AdministraIvo .		25

Desde	 una	 perspecIva	 realmente	 subsidiaria	 la	
Administración	debe	estructurarse	en	el	fomento	de	la	
descentralización	y	 la	 responsabilidad	de	 la	persona	y	
las	comunidades	menores;	pues	permite	la	reunión	de	
los	 intereses	 comunitarios,	 informando	 a	 la	
Administración	adecuadamente	para	la	consecución	de	
sus	acIvidades	y	dándole	a	está	una	parIcipación	de	la	
función	pública.	

	 Nos	 referimos	 al	 senIdo	 lato,	 es	 decir,	 tanto	 en	 los	25

Contratos	 AdministraIvos,	 Actos	 Bilaterales,	 Actos	
Unilaterales	(Generales	y	ParIculares).		
Pierrey	Arrau,	P.	(2017):	“Concepto	de	Acto	AdministraIvo	en	
la	 Ley	 de	 Procedimiento	 AdministraIvo.	 El	 Reglamento.	
Dictámenes	 de	 la	 Contraloría	 General	 de	 la	 República”,	 en	
Derecho	 AdministraIvo	 (Valparaíso,	 Ediciones	 Universitarias	
de	Valparaíso).
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Parafraseando	 la	 visión	 de	 Mounier	 sobre	 la	
economía ,	 podemos	 deducir	 una	 concepción	26

comunitaria	 y	 personalísima	 de	 la	 actuación	 de	 la	
Administración	a	 la	 luz	del	principio	de	subsidiariedad	
que	 debe	 consagrarse	 en	 la	 norma	 fundamental:	 “la	
administración	 comunitaria	 regula	 y	 realiza	 su	
procedimiento	 -norma	 abstracta	 como	 la	 concreta	 y	
terminal-	 en	 las	 necesidades	 reales	 de	 sus	
administrados.	 No	 dependerá,	 por	 tanto,	 de	 la	
expresión	de	estadísIcas	académicas	y	parIcipaciones	
tenues	 de	 la	 ciudadanía,	 falseada	 por	 la	 lejanía	 y	
distancia	de	los	“especialistas”	y	administradores	de	la	
sociedad	 o	 por	 la	 falta	 de	 tejido	 social	 de	 las	
comunidades.	 Dependerá,	 en	 cambio,	 de	 las	
necesidades	vitales	e	intereses	reales	calculados	desde	
la	misma	 parIcipación	 directa	 del	 administrado	 en	 la	
acIvidad	 administraIva	 ordenada	 y	 dirigida	 bien	
común,	 en	 especial	 en	 los	 actos	 trámites	 que	
componen	 el	 procedimiento	 administraIvo,	 con	 la	
amplia	 parIcipación	 y	 creación	 desde	 los	 y	 las	
ciudadanas” .	27

Asimismo,	 debemos	 entender	 el	 procedimiento	
administraIvo	de	la	siguiente	forma:	“por	iniciaIva	de	
la	 Administración	 o	 los	 interesados,	 se	 ordenan	 una	

	“La	economía	personalista	regulará	su	producción	mediante	26

una	 esImación	 de	 las	 necesidades	 reales	 de	 las	 personas	
consumidoras.	No	dependerá,	por	tanto,	de	su	expresión	en	la	
demanda	 comercial,	 falseada	 por	 la	 escasez	 de	 los	 signos	
monetarios	 o	 por	 la	 limitación	 del	 poder	 de	 compra.	
Dependerá,	 en	 cambio,	 de	 las	 necesidades	 vitales	
estadísIcamente	 calculadas	 y	 de	 las	 necesidades	 personales	
expresadas	directamente	por	los	consumidores”.	
Mounier,	 Emanuel	 (1976):	 Manifiesto	 al	 Servicio	 del	
Personalismo:	 Personalismos	 y	 CrisIanismos	 (Madrid,	
Editorial	Taurus),	pp.	150-151.

	 Salinas	 Garcia,	 Alonso	 (2020):	 El	 Procedimiento	27

AdministraIvo	 y	 la	 Sociedad	 Comunitaria,	 en	 Revista	
Liberación,	Segunda	Época,	año	49,	N°	2-Julio	2020.
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serie	de	actos	trámites	que	sirven	de	instrumento	para	
la	 recopilación	 de	 intereses,	 necesidades	 y	
parIcipación	de	las	comunidades	afectas	a	la	actuación	
terminal,	 dirigiendo	 la	 actuación	 de	 los	 órganos	 y	
organismos	 administraIvos	 desde	 la	 planificación	
comunitaria,	 ordenada	por	 y	 para	 el	 bien	 común,	 con	
objeto	de	un	acto	terminal” .		28

En	 la	 dimensión	 posiIva	 de	 la	 subsidiariedad,	 la	
Administración	 Pública,	 debe	 fomentar	 que	 las	
organizaciones	 comunitarias	 empiecen	 a	 administrar	
de	la	función	pública	y	tomen	responsabilidades	tanto	
en	 la	 generación	 de	 normas	 infra	 legales	 de	 forma	
consulIva	y	vinculante	-audiencias	públicas,	consultas,	
plebiscitos,	 otros-,	 como	 también,	 abrir	 espacios	 para	
que	 la	 descentralización	 del	 Estado	 apunte	 a	 que	 sus	
funciones	 recaigan	 en	 asociaciones	 de	 trabajadores,	
gremiales,	comunales	y	sociales	en	general.	Asimismo,	
desde	la	dimensión	negaIva	de	la	subsidiariedad	debe	
abstraerse	de	tomar	definiciones	sin	la	parIcipación	de	
la	 comunidad	 y	 de	 asumir	 responsabilidades	 que	
pueden	 cumplir	 las	 organizaciones	 comunitarias	 en	 la	
función	pública.		

Finalmente,	desde	 la	 funcionalidad	verIcal,	privilegiar	
el	 ejercicio	 soberano	 de	 las	 potestades	 del	 Estado	
desde	 las	 organizaciones	 y	 organismos	 públicos	 más	
cercanos	 a	 las	 comunidades	 y	 las	 personas,	 como	
también,	ayudar	y	proteger	el	ejercicio	de	una	función	
pública	por	los	organismos	comunitarios	en	su	ejercicio	
acIvo	 de	 la	 búsqueda	 del	 bien	 común	 y	 el	 desarrollo	
humano	 integral.	 Mientras,	 la	 subsidiariedad	 en	 su	
funcional idad	 horizontal	 debe	 comparIr	 la	
Administración	 Pública,	 desde	 el	 principio	 de	
Coordinación	 AdministraIva,	 sus	 funciones	 con	 los	
órganos	menores	 y	 organizaciones	 comunitarias	 de	 la	
sociedad	civil.		

• En	materia	legislaIva:		

	Ibid.		28
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A	 la	 luz	 de	 que	 la	 subsidiariedad	 exige	 posiIvamente	
que	 todas	 las	 comunidades	 permitan,	 y	 más	 aún,	
posibiliten	 y	 fomenten	 el	 ejercicio	 de	 la	 propia	
responsabilidad	personal	y	comunitaria	de	la	persona	y	
comunidades	 menores,	 sería	 adecuado	 en	 pensar	 en	
una	profunda	descentralización	del	 ejercicio	 soberano	
del	 poder	 legislaIvo	 en	 la	 funcionalidad	 verIcal	 con	
consultas	o	plebiscitos	y	en	la	funcionalidad	horizontal	
iniciaIvas	populares	de	 ley	y	consejos	civiles,	 técnicos	
y	gremiales	para	un	control	 ciudadano,	producción	de	
iniciaIvas	legales	e	incluso	un	control	posterior.		

La	 persona	 al	 ser	 responsable	 de	 sí	misma	 y	 del	 otro	
para	 colaborar	 en	 su	 desarrollo	 humano	 integral	 la	
aplicación	 de	 la	 subsidiariedad	 en	 materia	 legislaIva	
podría	 ser	 una	 forma	 oportuna	 de	 permiIr	
efecIvamente	 del	 aspecto	 posiIvo	 y	 la	 funcionalidad	
horizontal	del	principio.	

4.	Derechos	Fundamentales	

La	 centralidad	 de	 los	 derechos	 fundamentales	 está	 en	 la	
propia	naturaleza	del	ser	personal	y	su	carácter	dignísimo,	por	
ello	 las	 insItuciones	 y	 derechos	 jurídicos	 están	ordenados	 al	
fin	 úlImo	 de	 la	 persona	 humana,	 su	 desarrollo	 humano	
integral,	 garanIzando	 a	 cada	 integrante	 de	 la	 comunidad	
nacional	 la	posibilidad	real	de	su	plena	realización	y	felicidad	
mediante	 el	 propio	 esfuerzo	 y	 la	 justa	 colaboración	 de	 la	
comunidad	y	el	Estado.	

4.1.	 ¿Derecho	 de	 Igualdad	 y	 de	 No	 Discriminación?	 Deber	 y	
Derecho	a	la	Comunidad	

La	nueva	ConsItución	debe	reconocer	el	derecho	a	la	igualdad	
ante	 la	 ley	 y	 el	 derecho	 a	 la	 no	 discriminación	más	 allá	 del	
paradigma	liberal	de	libertad	negaIva;	es	decir,	la	prohibición	
de	toda	forma	de	discriminación	arbitraria	por	razón	de	sexo,	
origen	 étnico,	 origen	 social,	 opinión,	 orientación	 sexual,	
opciones	 políIcas,	 creencias	 religiosas,	 esIlos	 de	 vida	 o	
cualquier	otra	condición	o	circunstancia	personal	o	social	son	
un	 mínimo	 que	 no	 apunta	 al	 carácter	 personalista	 que	
necesita	un	ordenamiento	jurídico.		
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En	 cambio,	 es	 necesario	 que	 en	 su	 contenido	 sustanIvo	 la	
igualdad	 y	 la	 no	 discriminación	 impliquen	 más	 que	 la	
imposibilidad	de	agredir	a	otro;	sino	que,	 implique	 integrar	e	
incluir	al	otro.	La	igualdad	en	el	acceso	a	la	vida	social,	no	solo	
ante	tribunales,	mientras	la	no	discriminación	vaya	aparejada	
del	deber	de	toda	persona	de	reconocer	al	otro	en	su	plenitud	
y	hermanarlo.		

La	 igualdad	 ante	 la	 ley	 y	 la	 no	 discriminación	 son	 la	 faz	
personal	de	un	deber-derecho	a	la	comunidad,	mientras,	en	su	
faz	 comunitaria	 está	 el	 derecho	 a	 la	 inclusión	 y	 el	
reconocimiento,	 superando	 los	 límites	 de	 la	 dicotomía	
privado-público	y	libertad	negaIva	que	no	da	soluciones	a	los	
amplios	grupos	sociales	excluidos	entre	sí.		

Así	 planteamos	 hacer	 propia	 la	 visión	 de	 Owen	 Fiss	 y	 su	
denominada	no	 subordinación	o	no	 exclusión,	 que	 considera	
que	 la	 no	 discriminación	 Iene	 por	 finalidad	 poner	 fin	 a	 las	
estructuras	 opresivas	 que	 someten	 a	 personas.	 Con	 la	
salvedad	de	 conservar	una	debida	 comprensión	del	 principio	
de	 subsidiariedad	 en	 su	 faz	 negaIva	 y	 posiIva:	 no	 la	
subsidiariedad	 como	 ausencia	 del	 Estado	 y	 organismos	
intermedios	 superiores,	 como	 tampoco	 de	 suplencia,	 sino	
como	 colaboración	 y	 asistencia	 mutua,	 socorro	 mutuo	 para	
que	cada	persona,	organismo	 intermedio	y	el	Estado	asuman	
conjuntamente	la	inclusión	e	integración	en	todos	los	bienes	e	
insItuciones.		

Por	ello	el	derecho	a	la	comunidad	implica	igualmente,	que	la	
cultura,	 las	 ciencias,	 la	 políIca	 y	 la	 economía	 están	
intrínsecamente	vinculadas	al	progreso	social;	que	no	es	otra	
cosa	 que	 la	 finalidad	 suprema	 del	 desarrollo	 personal,	 la	
unicidad	entre	 las	necesidades	materiales	y	espirituales	de	 la	
persona	 humana	 para	 alcanzar	 su	 máximo	 desarrollo,	 su	
desarrollo	 integral;	 el	 progreso	 que	 se	 busca	 es	 uno	 que	
apunte	a	una	vida	más	humana,	que	consItuya	 la	verdadera	
liberación	 de	 las	 personas	 superando	 el	 pecado	 y	 sus	
estructuras	mediante	el	ejercicio	de	 la	 solidaridad,	el	 amor	y	
servicio	al	prójimo,	en	especial	los	más	pobres .	29

	Juan	Pablo	II	(1987):	Sollicitudo	rei	sociales,	46.	29
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4.2.	Derecho	a	la	Vida,	Integridad	Física,	Psíquica	y	Moral	

El	Estado	debe	reconocer	el	derecho	a	la	vida	y	a	la	integridad	
xsica,	 psíquica	 y	 moral	 de	 todas	 las	 personas.	 Siendo	 un	
derecho	fundamental	que	imbuye	y	sirve	de	fundamento	para	
todo	el	resto.		

Debe	 prohibirse	 absolutamente	 que	 la	 persona	 pueda	 ser	
someIdas	 a	 torturas	 o	 tratos	 crueles,	 inhumanos	 y	
degradantes.	 Se	 requiere	 abolir	 efecIvamente	 la	 pena	 de	
muerte,	prohibir	el	trabajo	forzado,	prohibir	el	trabajo	infanIl	
y	la	trata	de	seres	humanos.	

Comprendiendo	 en	 un	 senIdo	 amplio	 la	 infracción	 del	
derecho	a	la	integridad	xsica	y	psíquica	de	las	personas	como	
una	 clase	 de	 violación	 que	 Iene	 diversas	 connotaciones	 de	
grado	 y	 que	 abarca	 desde	 la	 tortura	 hasta	 otro	 Ipo	 de	
vejámenes	 o	 tratos	 crueles,	 inhumanos	 o	 degradantes	 cuyas	
secuelas	 xsicas	 y	 psíquicas	 varían	 de	 intensidad	 según	 los	
factores	endógenos	y	exógenos	que	deberán	ser	demostrados	
en	cada	situación	concreta .	30

Por	 lo	que	a	 la	 coacción	xsica	y	moral	 se	 integra	 la	 violencia	
mixta	que	obliga	por	necesidad	bajo	el	disfraz	de	voluntario	un	
acto	que	no	es	del	todo	humano	(necessitae	compulsus) ;	por	31

lo	 que	 desde	 un	 mandato	 consItucional	 se	 reconoce:	 i)	 el	
derecho	al	consenImiento	informado	en	un	senIdo	amplio,	ii)	
el	derecho	a	la	justa	remuneración	y	precio	justo,	iii)	el	deber	
de	cumplir	la	oferta	y	promesa	comercial	y	laboral,	iv)	el	deber	
de	responsabilidad	social	de	todo	oficio,	profesional	y	empleo.		

Es	decir,	 la	protección	y	amparo	del	Estado	y	 la	sociedad	a	 la	
persona,	 en	 el	 derecho	 parIcular	 a	 la	 vida	 y	 a	 la	 integridad	
xsica	 y	 psíquica,	 vienen	 a	 buscar	 la	 prohibición	 legal	 y	
administraIva,	 como	 también,	 las	 políIcas	 públicas	 para	

	 Corte	 IDH.	 Caso	 Caesar	 Vs.	 Trinidad	 y	 Tobago.	 Fondo,	30

Reparaciones	 y	 Costas.	 Sentencia	 11	 de	marzo	 2005.	 Serie	 C	
No.	123,	párr.	69;	y	Caso	Loayza	Tamayo.	Sentencia	de	17	de	
sepIembre	de	1997.	Serie	C	No.	33,	párr.	57.

	 Langholm,	 Odd	 (1998):	 The	 Legacy	 of	 ScholasIcism	 in	31

Economic	Thought	(Cambridge,	University	Press),	p.	74.
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evitar	 todo	acto	que	desde	una	desigualdad	 fácIca	 imponen	
relaciones	jurídicas	injustas	al	ser	contrarias	a	la	alteridad	y	la	
justa	retribución,	según	sea	cada	situación	concreta.		

Asimismo,	 de	 este	 derecho	 y	 los	 derivados	 del	 derecho	 a	 la	
autonomía	 y	 a	 tomar	 decisiones	 libremente	 en	 todo	 lo	 que	
dice	 relación	 con	 la	 vida	 personal,	 el	 paciente	 adulto,	
mentalmente	 competente,	 Iene	 derecho	 a	 dar	 o	 negar	 su	
consenImiento	para	cualquier	examen,	diagnósIco	o	terapia,	
así	 como	 a	 suspender	 un	 tratamiento	 médico	 o	 el	 soporte	
vital,	 sin	 más	 límites	 que	 la	 misma	 dignidad	 humana;	 pues	
nadie	 está	 obligado	 a	 medios	 extraordinarios 	 o	 a	 lo	32

imposible,	 como	 también,	 nadie	 puede	 negarse	 a	 su	 propia	
dignidad.		

4.3.	Derecho	a	la	Libertad	y	Seguridad	Personal	

Se	 propone	 consagrar	 el	 derecho	 a	 la	 libertad	 y	 seguridad	
personal,	 de	 conformidad	 a	 los	 compromisos	 internacionales	
suscritos	por	nuestro	país,	de	manera	que	nadie	sea	someIdo	
a	 detención	 o	 prisión	 arbitrarias,	 ni	 podrá	 ser	 privado	 de	 su	
libertad,	 salvo	 por	 las	 causas	 fijadas	 por	 ley	 y	 con	 arreglo	 al	
procedimiento	establecido	en	ésta.	

La	 libertad	 personal	 comprenderá	 la	 libertad	 ambulatoria	
externa	 e	 interna,	 la	 libertad	 de	 residencia,	 la	 libertad	
psicoxsica	 y	 la	 libertad	 sexual;	 libertadas	 que	 estarán	
ordenadas	al	pleno	desarrollo	integral	de	la	personalidad	y	la	
naturaleza	servicial	del	Estado	a	la	persona.		

Por	lo	cual	se	debe	integrar	efecIvamente	el	segundo	criterio	
del	 arzculo	 9	 del	 Pacto	 Internacional	 de	 Derechos	 Civiles	 y	

	 Tradición	 que	 se	 remonta	 a	 escritos	 del	 siglo	 XIV,	 que	32

idenIfican	 como	 medios	 extraordinarios	 comidas,	 curas	 y	
medicinas	 que	 excedieran	 lo	 común	 y	 coIdiano	 (por	 ser	
extravagantes,	por	su	costo,	o	porque	el	acceso	supondría	una	
carga	 o	 un	 obstáculo	 dixcil	 de	 salvar),	 así	 como	 niveles	 de	
sufrimiento	y	dolor	intolerables.	
Sullivan,	 Scok	 (2007):	 “The	 development	 and	 nature	 of	 the	
ordinary/extraordinary	 means	 disInc-Ion	 in	 the	 Roman	
Catholic	tradiIon”,	en	revista	Bioethics,	vol.	21	(7):	386-397.
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PolíIcos;	 toda	privación	de	 la	 libertad	no	debe	ser	arbitraria.	
Este	 criterio	 involucra	 necesariamente	 los	 conceptos	 de	
razonabi l idad,	 neces idad,	 proporc ional idad	 y	 no	
discriminación.	El	Centro	Consejo	de	Derechos	Humanos	de	las	
Naciones	Unidas	ha	aclarado	que:	

“No	 se	 debe	 equiparar	 el	 concepto	 de	 ‘arbitrariedad’	 [solo]	
con	 el	 de	 ‘contrario	 a	 la	 ley’,	 sino	 que	 debe	 interpretarse	 de	
manera	más	amplia	a	fin	de	incluir	elementos	de	incorrección,	
injusIcia	e	 imprevisibilidad,	así	como	también	el	principio	de	
las	‘garanzas	procesales’.	Lo	significa	que	la	prisión	prevenIva	
consiguiente	a	una	detención	lícita	debe	ser	no	sólo	lícita	sino	
además	razonable	en	toda	circunstancia.	La	prisión	prevenIva	
debe	 además	 ser	 necesaria	 en	 toda	 circunstancia,	 por	
ejemplo,	para	impedir	la	fuga,	la	alteración	de	las	pruebas	o	la	
reincidencia	en	el	delito” .	33

4.4.	Derecho	a	 la	Tutela	 Judicial	 EfecIva	y	al	Debido	Proceso	
en	los	Procesos	Jurisdiccionales	y	AdministraIvos	

En	 la	nueva	ConsItución	se	consagrará	el	derecho	a	 la	 tutela	
judicial	 efecIva	 y	 el	 debido	 proceso.	 La	 nueva	 ConsItución	
debe	reconocer	un	derecho	general	a	la	tutela	judicial	efecIva,	
con	 todas	 las	 obligaciones	 que	para	 el	 Estado	 importa	 y	 una	
garanza	de	debido	proceso	que	 comprenda	 tanto	 el	 proceso	
civil	 como	 el	 proceso	 penal.	 La	 presunción	 de	 inocencia,	 la	
cláusula	 non	 bis	 in	 ídem	 y	 la	 prohibición	 de	 declarar	 contra	
uno	mismo	serán	garanzas	básicas	del	imputado.	

Asimismo,	se	debe	consagrar	los	principios	del	debido	proceso	
en	 materia	 jurisdiccionales	 y	 administraIva	 para	 evitar	 el	
abuso	del	Estado	sobre	 la	persona;	morigerando	 las	medidas	
especiales	 de	 la	 Administración,	 tales	 como	 el	 “sin	 más	
trámite”	de	ciertos	inmuebles	o	de	la	aplicación	de	sanciones	

	 Van	 Alphen	 contra	 los	 Países	 Bajos,	 Com.	 CDH,	 No.	33

305/1988,	23	de	julio	de	1990,	párr.	5.8.
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“de	 plano”	 en	materia	 sanitaria ,	 como	 también,	 las	 zpicas	34

como	el	“silencio	administraIvo”	que	causan	menoscabo	a	 la	
persona	en	su	derecho	a	la	peIción	y	a	la	parIcipación	en	un	
proceso	administraIvo	sustanIvo	-no	solo	procedimental-.	No	
es	admisible	la	desnaturalización	del	rol	del	Estado	en	servicio	
de	la	persona.		

4.5	 Derecho	 a	 la	 Libertad	 de	 Conciencia	 y	 la	 Libertad	 de	
Expresión	

La	nueva	ConsItución	debe	asegurar	la	libertad	de	conciencia,	
entendida	como	el	derecho	a	 tener	unas	u	otras	 creencias,	a	
expresarlas,	y	a	comportarse	de	acuerdo	con	las	mismas .	Es	35

un	derecho	profundo	y	de	largo	alcance;	pues	debe	abarcar	la	
libertad	 de	 pensamiento	 sobre	 todas	 las	 cuesIones,	 las	
convicciones	personales	y	el	compromiso	con	las	creencias,	ya	
se	manifiesten	 a	 ztulo	 individual	 o	 en	 comunidad	 con	 otras	
personas .		36

Por	 lo	 cual	 debe	 integrarse	 el	 derecho	 de	 objeción	 de	
conciencia	 como	 su	 derivado;	 el	 cual	 permite	 a	 la	 persona	 a	
negarse	a	cumplir	una	determinada	obligación	impuesta	por	la	
ley,	contrato	o	autoridad	administraIva	sin	que	por	ello	se	 le	
deriven	consecuencias	jurídicas	y	sin	perjuicio	del	respeto	a	la	
normaIva	 general	 que	 rige	 al	 asunto.	 En	 especifico	 ante	
normas	 médicas,	 obligaciones	 tributarias,	 laborales,	
contractuales	y	de	otra	naturaleza	dentro	de	los	sanos	límites	

	Enteiche,	Nicolas	(2014):	La	Excepcional	Autotutela	EjecuIva	34

de	 los	Actos	AdministraIvos	en	Chile,	en	Revista	de	Derecho	
Universidad	Católica	del	Norte,	Sección:	Estudios	Año	21	–	Nº	
2,	2014,	pp.	137-182.

	 Lyon	 Puelma,	 Alberto	 (2007):	 Personas	 Naturales	 (3ra	35

edición,	SanIago,	Ediciones	Universidad	Católica	de	Chile),	p.	
120.	

	 OFICINA	 DEL	 ALTO	 COMISIONADO	 DE	 LAS	 NACIONES	36

UNIDAS	PARA	LOS	DERECHOS	HUMANOS	
Libertad	de	Pensamiento,	de	Conciencia	y	de	Religión	(arzculo	
18)	 HRC	 Observación	 general	 N°	 22.	 (Eneral	 Comment)	 48°	
periodo	de	sesiones	(1993).	
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para	conservar	la	certeza	jurídica,	el	bien	común	y	el	respeto	a	
los	derechos	fundamentales.		

Mientras,	 la	 libertad	 de	 expresión	 la	 consideramos	 como	 el	
“derecho	de	toda	persona	a	buscar	la	información,	a	divulgarla	
y	 a	 expresar	 una	 opinión,	 todo	 ello	 de	 cualquier	 forma	 y,	
especialmente,	 a	 través	 de	 medios	 de	 difusión” .	 Siendo	 lo	37

primario	 la	 garanza	 de	 asegurar	 a	 la	 persona	 la	 posibilidad	
real	de	manifestar	sus	senImientos	e	ideas,	se	refieran	o	no	a	
un	hecho	concreto.		

Al	Respecto,	no	puede	exisIr	censura	previa,	pero	si	sanciones	
posteriores	 por	 daño	 a	 derechos	 como	 la	 honra	 y	 al	 buen	
nombre,	 como	 también,	 en	 principio,	 es	 irrelevante	 el	
contenido	de	cierto	o	falso	de	la	expresión	de	la	persona.	Si	el	
contenido	 de	 la	 afirmación	 es	 de	 contenido	 menIroso,	 sea	
mediante	 la	 expresión	 verbal,	 escrita,	 arzsIca,	 cultural	 o	
religiosa,	daña	a	otro	no	es	asunto	de	la	libertad	religiosa,	sino	
de	otras	garanzas	que	se	vieron	sobrepasadas,	tales	como,	el	
honor,	la	inImidad	de	las	vícImas,	el	derecho	a	la	información	
veraz	y	otros,	los	cuales	deben	ser	justamente	reparados.		

Asimismo,	se	requiere	reconocer	el	derecho	a	la	información	y	
el	 derecho	 a	 la	 autodeterminación	 informaIva	 con	 sus	
correspondientes	garanzas,	tales	como	el	“habeas	data”.	

En	este	orden	de	ideas,	se	contemplará	la	consagración	de	los	
derechos	 de	 la	 era	 digital,	 como	 el	 derecho	 al	 olvido,	 el	
derecho	a	la	desconexión	y	derechos	que	protejan	la	inImidad	
digital.	

4.6	Derecho	a	la	Libertad	Religiosa	y	Vida	Espiritual	

El	 derecho	 a	 la	 libertad	 religiosa	 en	 los	 instrumentos	
internacionales	 se	 presenta	 más	 allá	 de	 la	 mera	 libertad	
negaIva	 de	 poder	 predicar	 en	 privado	 o	 expresar	

	Lyon	Puelma,	Alberto	(2007):	Op.	Cit.,	p.	124.	37
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públicamente	un	credo	dentro	de	los	límites	de	la	democracia	
liberal .		38

Como	 también,	desde	 la	perspecIva	personalista,	 la	persona	
al	ser	el	ente	sustancial	que	trasciende	los	bienes	materiales	y	
requiere	de	 lo	propio	a	su	naturaleza	 junto	 lo	común	con	 los	
animales	 -necesidades	 materiales-,	 tales	 como:	 bienes	
superiores	de	la	cultura,	vida	comunitaria	y	 la	vida	espiritual,	
no	 puede	 considerarse	 la	 libertad	 religiosa	 solamente	 en	 su	
aspecto	 como	 “libertad”	 propiamente.	 Al	 contrario,	 debe	
reconocerse	el	derecho	a	la	vida	espiritual.		

El	 derecho	 a	 la	 libertad	 religiosa	 incluye:	 tener	 religión	 o	
sistema	 de	 creencias;	 libertad	 para	 cambiarlas;	 libertad	 para	
no	profesarlas;	libertad	para	manifestarlas;	estar	protegido	de	
toda	 coacción	 o	 discriminación	 por	 su	 religión;	 poder	
parIcipar	 individual	 y	 colecIvamente	 de	 la	 vida	 religiosa;	
difundir	su	éIca	y	cosmovisión	del	mundo;	y	otros	en	privado	
y	público	con	los	límites	necesarios	para	preservar	y	cuidar	el	
bien	común.		

En	 consecuencia,	 debemos	 avanzar	 dentro	 del	 esquema	 del	
D e re cho	 E c l e s i á sI co	 d e	 l o s	 l l amado s	 E s t ado s	
Coordinacionistas	 en	 la	materia	 (Alemania,	 España,	 Portugal,	
Italia	 y	 otros)	 que	 enIende	 que	 para	 la	 mejor	 solución	 de	
asuntos	que	atañen	a	 las	religiones,	 respecto	de	 los	cuales	el	
Estado	Iene	 también	un	 interés	 (piénsese	por	ejemplo	en	el	
patrimonio	 cultural	 perteneciente	 a	 grupos	 religiosos,	 o	 bien	
en	la	efecIva	observancia	de	las	implicaciones	prácIcas	de	la	
libertad	 religiosa	 de	 los	 ciudadanos),	 es	 importante	 la	

	 Declaración	 Americana	 de	 los	 Derechos	 y	 Deberes	 del	38

Hombre	de	1948;	Declaración	Universal	de	Derechos	Humanos	
de	1948;	Declaración	sobre	la	Eliminación	de	Todas	las	Formas	
de	Intolerancia	y	Discriminación	Fundadas	en	la	Religión	o	las	
Convicciones;	Declaración	sobre	 los	Derechos	de	 las	Personas	
Pertenecientes	 a	 Minorías	 Nacionales	 o	 Étnicas,	 Religiosas	 y	
LingüísIcas;	 Convenios	 I,	 II,	 III,	 IV	de	Ginebra	de	1951;	Pacto	
Internacional	 de	 Derechos	 Civiles	 y	 PolíIcos	 de	 1989;	 Pacto	
Internacional	de	Derechos	Económicos,	Sociales	y	Culturales;	y	
otros.	
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coordinación	y	el	acuerdo	entre	las	autoridades	estatales	y	los	
líderes	 religiosos,	 optando	 por	 un	 “derecho	 bilateral	 y	
especial”.	 Es	 decir,	 un	 derecho	que	 se	 pacta	 o	 acuerda	 entre	
los	interlocutores	interesados	(el	Estado	y	el	grupo	religioso	de	
que	 se	 trate)	 y	 que	 regula	 unos	 supuestos	 específicos	
(cuesIones	 religiosas	 o	 conexas	 de	 interés	 comparIdo)	 que	
consItuyen	 un	 elemento	 parIcular	 dentro	 del	 marco	 más	
amplio	del	derecho	común .	39

Por	 ello,	 este	 derecho	 adquiere	 especial	 categoría	 formal	
además	 de	 su	 categoría	 sustanIva	 derivada	 de	 la	 misma	
naturaleza	 humana;	 la	 posibilidad	 de	 coordinar	 los	 esfuerzos	
estatales	y	de	privados	dirigidos	al	bien	común	-como	ciertos	
derechos	 sociales	 y	 políIcas	 públicas-	 con	 las	 enIdades	
religiosas,	 en	 especial	 en	 materia	 de	 asistencia	 religiosa,	
educacional	y	médica.		

4.7.	Derecho	a	la	InImidad	y	Vida	Familiar		

La	 nueva	 ConsItución	 debe	 garanIzar	 el	 derecho	 a	 la	
inImidad	personal,	a	 la	propia	 imagen,	al	honor	y	al	nombre	
declarando	 inviolables	 el	 domicilio	 y	 las	 comunicaciones	 de	
todo	Ipo,	salvo	por	orden	o	resolución	judicial.	

Asimismo,	debe	asegurarse	 la	protección	debida	de	 los	datos	
sensibles:	 “aquellos	 datos	 personales	 que	 se	 refieren	 a	 las	
caracterísIcas	xsicas	o	morales	de	 las	personas	o	a	hechos	o	
circunstancias	de	 su	vida	privada	o	 inImidad,	 tales	 como	 los	
hábitos	personales,	el	origen	racial,	las	ideologías	y	opiniones	
políIcas,	las	creencias	o	convicciones	religiosas,	los	estados	de	
salud	 xsicos	 o	 psíquicos	 y	 la	 vida	 sexual” .	 Al	 respecto,	 es	40

necesario	imitar	la	normaIva	Europa	respecto	a	la	protección	

	Palomino	Lozano,	Rafael	 (2019):	Manual	Breve	de	Derecho	39

Manual	Breve	de	Derecho	EclesiásIco	del	 Estado	EclesiásIco	
del	 Estado	 (7ma	 edición,	Madrid,	 Universidad	 Complutense),	
p.	17.

	Ley	N°	19.628	arIculo	2	letra	g).40

�41



10 de enero de 2021

de	 datos	 sensibles	 y	 personales,	 la	 llamada:	 General	 Data	
ProtecIon	RegulaIon	(GDPR) .	41

La	 Carta	Magna	 debe	 proteger,	 promover	 y	 amparar	 la	 vida	
familiar	 como	 la	 célula	 madre	 de	 la	 sociedad,	 de	 la	 vida	
comunitaria	 y	 la	 enseñanza;	 como	 realiza	 la	 ConsItución	
PolíIca	 de	 Irlanda,	 tras	 la	 aprobación	 de	 la	 enmienda	
consItucional	número	32	del	2012	en	su	arzculo	42A	respecto	

	 Reglamento	 (UE)	 2016/679	 del	 Parlamento	 Europeo	 y	 del	41

Consejo,	de	27	de	abril	de	2016,	relaIvo	a	la	protección	de	las	
personas	 xsicas	 en	 lo	 que	 respecta	 al	 tratamiento	 de	 datos	
personales	y	a	 la	 libre	circulación	de	estos	datos	y	por	el	que	
se	 deroga	 la	 DirecIva	 95/46/CE	 (Reglamento	 general	 de	
protección	de	datos).
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a	los	Derechos	del	Niño,	Niña	y	Adolescente .	Extendiendo	así	42

los	 fueros	 por	 maternidad	 en	 materia	 laboral	 a	 los	 padres,	
garanIzar	guarderías	comunitarias,	capacitación	a	las	familias	
para	la	buena	convivencia	y	crianza,	etc.		

La	 protección	 de	 la	 vida	 del	 que	 esta	 por	 nacer	 debe	
consagrarse	 junto	 con	 el	 reconocimiento	 de	 los	 derechos	

	 Bunreacht	 na	 hÉireann	 (ConsItución	 de	 Irlanda)	 de	 1937.	42

Disponible	 en:	 hkp://www.irishstatutebook.ie/eli/2012/ca/
31/enacted/en/pdf.	 Fecha	 de	 consulta:	 27	 de	 noviembre	 de	
2020.		
ArIcle	 42A:	 “1.	 The	 State	 recognises	 and	 affirms	 the	 natural	
and	 imprescripIble	 rights	 of	 all	 children	 and	 shall,	 as	 far	 as	
pracIcable,	by	its	laws	protect	and	vindicate	those	rights.	2.	1°	
In	 excepIonal	 cases,	 where	 the	 parents,	 regardless	 of	 their	
marital	status,	fail	in	their	duty	towards	their	children	to	such	
extent	 that	 the	 safety	 or	 welfare	 of	 any	 of	 their	 children	 is	
likely	to	be	prejudicially	affected,	the	State	as	guardian	of	the	
com-	mon	good	shall,	by	proporIonate	means	as	provided	by	
law,	endeavour	to	supply	the	place	of	the	parents,	but	always	
with	 due	 regard	 for	 the	 natural	 and	 imprescripIble	 rights	 of	
the	child.	2.	2°	Provision	shall	be	made	by	law	for	the	adopIon	
of	any	child	where	the	parents	have	failed	for	such	a	period	of	
Ime	 as	may	 be	 prescribed	 by	 law	 in	 their	 duty	 towards	 the	
child	 and	where	 the	best	 interests	of	 the	 child	 so	 require.	 3.	
Provision	 shall	 be	made	 by	 law	 for	 the	 voluntary	 placement	
for	 adopIon	 and	 the	 adopIon	 of	 any	 child.	 4.	 1°	 Provision	
shall	be	made	by	law	that	in	the	resoluIon	of	all	proceedings
—	 i)	brought	by	 the	State,	as	guardian	of	 the	common	good,	
for	 the	 purpose	 of	 prevenIng	 the	 safety	 and	welfare	 of	 any	
child	 from	 being	 prejudicially	 affected,	 or	 ii)	 concerning	 the	
adopIon,	guardianship	or	 custody	of,	or	access	 to,	any	child,	
the	 best	 interests	 of	 the	 child	 shall	 be	 the	 paramount	
consideraIon.	 4.	 2°	 Provision	 shall	 be	 made	 by	 law	 for	
securing,	as	far	as	pracIcable,	that	in	all	proceedings	referred	
to	in	subsecIon	1	of	this	secIon	in	respect	of	any	child	who	is	
capable	of	forming	his	or	her	own	views,	the	views	of	the	child	
shall	be	ascertained	and	given	due	weight	having	regard	to	the	
age	and	maturity	of	the	child”.
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sexuales	 y	 reproducIvos	 de	 las	 personas	 y	 la	 maternidad	
voluntaria.	La	ConsItución	debe	garanIzar	que	ninguna	mujer	
sea	 puesta	 en	 peligro	 por	 causa	 de	 su	 embarazo	 o	 parto,	
teniendo	como	un	compromiso	Estatal	y	de	los	organismos	de	
la	salud	en	la	superación	de	la	llamada	violencia	obstetricia ,	43

así	 como	que	ninguna	mujer	sea	objeto	de	prácIcas	como	 la	
muIlación	 genital	 femenina,	 el	 embarazo	 forzado,	 la	
esterilización	o	el	aborto	forzado.	

4.8.	Derecho	de	Propiedad 	44

El	 arzculo	 21	 de	 la	 Convención	 Americano	 sobre	 Derechos	
Humanos	 señala	 respecto	 al	 Derecho	 a	 la	 Propiedad	 lo	
siguiente:	“1.	Toda	persona	Iene	derecho	al	uso	y	goce	de	sus	
bienes.	La	ley	puede	subordinar	tal	uso	y	goce	al	interés	social.	
2.	Ninguna	persona	puede	ser	privada	de	sus	bienes,	excepto	
mediante	 el	 pago	 de	 indemnización	 justa,	 por	 razones	 de	
uIlidad	pública	o	de	 interés	 social	y	en	 los	 casos	y	 según	 las	
formas	 establecidas	 por	 la	 ley.	 3.	 Tanto	 la	 usura	 como	
cualquier	 otra	 forma	 de	 explotación	 del	 hombre	 por	 el	
hombre,	deben	ser	prohibidas	por	la	ley”.	

Ahora	 bien,	 no	 es	 casualidad	 que	 la	 Convención	 Americana	
sobre	Derechos	Humanos	al	hablar	del	contenido	esencial	del	
derecho	 a	 propiedad	 hable	 de	 su	 subordinación	 al	 interés	
social	y	la	prohibición	de	la	usura	y	toda	forma	de	explotación	
de	 la	persona.	Aquello	debemos	entenderlo	en	una	 reflexión	
inicial	y	previa	a	la	jurídica.	

Una	consecuencia	lógica	del	carácter	ontológico	de	la	persona,	
su	 idenIdad	dignísima	es	que	 todas	y	 todos	por	 igual	Ienen	

	Contreras,	Natalia	y	Sol	Camila	(2017):	El	Parto	Medicalizado	43

en	Chile	(Segunda	Edición,	SanIago,	Pensamiento	y	Batalla).	

	Extraído	de:	44

Salinas,	Alonso	(2020):	“La	Propiedad	y	la	Nueva	ConsItución:	
Un	 Aporte	 para	 el	 Proceso	 ConsItuyente”.	 Disponible	 en:	
hkp://www.reflexionyliberacion.cl/ryl/2020/11/10/la-
propiedad-y-la-nueva-consItucion-un-aporte-para-el-proceso-
consItuyente/.	 Fecha	 de	 consulta:	 viernes	 01	 de	 enero	 de	
2021.		
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bajo	 su	 tutela,	 dirección	 y	 para	 su	 disfrute	 de	 las	 cosas.	 La	
propiedad	 privada	 no	 consItuye	 para	 nadie	 un	 derecho	
incondicional	 y	 absoluto;	 no	 hay	 ninguna	 razón	 para	
reservarse	 en	 uso	 exclusivo	 lo	 que	 supera	 a	 la	 propia	
necesidad;	 en	 especial	 cuando	 a	 los	 demás	 les	 falta	 lo	
necesario .	 Todas	 las	 cosas	 están	 ordenadas	 a	 todas	 las	45

personas	 por	 igual	 al	 ser	 iguales	 en	 Dignidad;	 naturalmente	
todo	 es	 de	 todos	 y	 la	 Creación	 es	 para	 su	 cuidado	 por	 la	
humanidad .		46

¿Por	qué	existe	la	propiedad	privada	entonces?	El	fundamento	
de	la	propiedad	no	está	en	sus	ztulos,	sea	ocupación	vacante	
o	por	el	trabajo,	sino	en	una	función	humana;	“el	fundamento	
de	la	propiedad	es	inseparable	de	la	consideración	de	su	uso,	
es	decir,	de	su	finalidad” .	Su	razón	de	ser,	como	un	derecho	47

natural	 de	 segunda	 categoría ;	 es	 la	 de	 servir	 a	 la	 persona	48

para	su	Desarrollo	Humano	Integral:	tanto	del	individuo	como	
de	los	otros,	su	uso	con	jusIcia.	Tomás	de	Aquino	señaló	que	
la	 propiedad	 privada	 solo	 puede	 exisIr	 por	 su	 mejor	
administración,	 su	 uso	 para	 lo	 necesario	 para	 vivir	 bien	 y	 su	
función	social .	49

La	nueva	ConsItución	debiera	poner	énfasis	en	la	idea	de	que	
la	propiedad	obliga	y	que	su	uso	debe	servir	al	mismo	Iempo	
al	 bien	 común.	 En	 esa	 línea	 (expresada	 en	 la	 ConsItución	
alemana,	 italiana	 y	 española)	 se	 garanIzará	 la	 función	 social	
del	derecho	a	 la	propiedad	privada	delimitando	su	contenido	
de	acuerdo	con	la	ley.	

	Pablo	VI	(1967):	Populorum	Progressio,	23.45

	Génesis	2:15.46

	Mounier,	 Emanuel	 (1984):	 De	 la	 Propiedad	 Capitalista	 a	 la	47

Propiedad	Humana	(Buenos	Aires,	Edición	Carlos	Lohlé),	p.	43

	 Vallet	 de	 GoyIsolo,	 Juan	 (1974):	 La	 Propiedad	 en	 Santo	48

Tomás	de	Aquino,	en	Revista	de	Estudios	PolíIcos,	N°	195-196,	
pp.	49-100.

	Tomás	Aquino:	Suma	Teológica	2.2.,	q.	57,	a.	3;	q.	66,	a.	2,	ad	49

1	m.
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La	 ley	 y	 las	 políIcas	 públicas	 deben	 proteger	 y	 propender	 a	
fortalecer	 la	 propiedad	 privada	 dentro	 de	 lo	 necesario	 para	
vivir	 bien:	 necesidades	 materiales,	 bienes	 superiores	 de	 la	
cultura,	 espirituales	 y	 comunitarios.	 Lo	 que	 “versa	 sobre	 la	
saIsfacción	 de	 las	 necesidades	 primordiales	 (…)	 (es	 donde)	
todo	hombre	Iene	un	derecho	absoluto	a	ello,	y	es	incluso	el	
único	 dominio	 del	 derecho	 de	 propiedad	 en	 que	 se	 puede	
hablar	 de	 derecho	 absoluto	 (respetada	 la	 intención	 de	 uso	
común)” .	50

En	 cambio,	 la	 ley	 y	 las	 políIcas	 públicas	 deben	 buscar	 su	
redistribución	dentro	de	ese	marco	 lo	 superfluo;	aquello	que	
esta	fuera	del	uso	necesario	para	vivir	bien	(las	super	riquezas	
o	 las	 mega	 propiedades).	 Lo	 superfluo	 debe	 ser	 sujeto	 a	 la	
retribución	 tributaria,	 al	 fomento	 de	 su	 uso	 social	 mediante	
políIcas	públicas	y	gremiales	de	los	mismos	propietarios.	

Es	 decir,	 debemos	 disInguir	 lo	 necesario	 para	 vivir	 de	 lo	
superfluo	 a	 nivel	 jurídico	 y	 propender	 a:	 a)	 que	 lo	 superfluo	
tenga	 un	 espacio	 de	 acción	 para	 ser	 administrado	 por	 el	
parIcular	 con	 libre	 desInación	 dentro	 de	 su	 espacio	 xsico	
comunal	o	regional	para	inverIr	en	la	comunidad;	b)	mayores	
imposiciones	 fiscales	 sobre	 lo	 superfluo	 de	 enIdades	
impersonales	y	extensas	 rentas;	 c)	parIcipación	acIva	de	 las	
organizaciones	 intermedias	en	la	dirección	de	lo	superfluo	de	
los	grandes	capitales	en	su	 inversión	social	y	retribución	para	
completar	 lo	 necesario	 para	 vivir	 de	 las	 amplias	 mayorías	
sociales;	 d)	 generar	 un	 organismo	 nacional	 de	 consumidores	
que	conjuntamente	a	 los	gremios	de	proveedores	y	el	Estado	
coordinen	 los	 precios	 para	 evitar	 los	 falsos	 precios	 por	
oligopolios	 y	 especulación	 financiera,	 permiIendo	 una	
saIsfacción	 efecIva	 de	 los	 bienes	 materiales	 para	 las	
personas;	 y	 e)	 fomentar	 la	 asociación	 comunitaria	 para	 una	
vida	personalista	efecIva	que	se	dirige	el	desarrollo	humano	
integral	desde	el	buen	uso	de	la	propiedad	privada .	51

	 “RaIonis	 ordinaIo	 ad	 bonum	 commune,	 ab	 eo	 qui	 curam	50

communitaIs	 haber,	 promulgata”,	 Tomás	 de	 Aquino:	 Suma	
Teológica,	II,	q.	90,	art,	4.

	Salinas,	Alonso	(2020):	Ibid.		51

�46



10 de enero de 2021

Esto	debido	a	que	lo	superfluo	“existe	(…)	para	la	fecundidad,	
no	para	la	acumulación” .	52

Igualmente,	debe	asegurarse,	como	ocurre	en	 la	ConsItución	
de	Ecuador	y	Colombia ,	la	función	ecológica	de	la	propiedad,	53

pues;	 “el	 uso,	 goce	 y	 disfrute	 de	 la	 propiedad,	 tanto	 en	 lo	
básico	 como	 la	 compra	 y	 uso	 de	 la	 ropa,	 como	 también,	 en	
ambientes	más	 complejos	 como	 la	producción	económica	de	
las	 grandes	 industrias,	 deben	 estar	 ordenadas	 al	 cuidado,	
promoción,	 protección	 y	 reparación	 de	 la	 naturaleza	 y	 sus	
bienes” .	54

Asimismo,	 se	 debe	 garanIzar	 la	 libre	 iniciaIva	 económica	
privada,	pero	sin	que	ella	pueda	desenvolverse	en	oposición	al	
interés	 social.	 Del	 mismo	 modo,	 declarará	 que	 la	 acIvidad	
económica	 pública	 y	 privada	 sea	 compaIble	 y	 puede	
coordinarse	con	fines	sociales.		

Finalmente,	 la	 nueva	 ConsItución	 debiera	 reconocer	 el	
dominio	público	hídrico,	minero	y	del	espectro	radioeléctrico	y	
las	 atribuciones	 del	 Estado	 para	 configurar	 regímenes	
diferenciados	 dependiendo	 de	 los	 Ipos	 de	 bienes.	 El	 Estado	
Iene	 derecho	 a	 regalías	 por	 el	 aprovechamiento	 privado	 de	
los	 recursos	 naturales,	 especialmente	 recursos	 mineros,	
hídricos	y	maríImos.	

4.9.	Derechos	PolíIcos	

Se	 debe	 reconocer	 el	 derecho	 y	 el	 deber	 de	 parIcipar	 en	 la	
vida	 pública	 y	 políIca.	 El	 derecho	 de	 asociación	 políIca,	 el	
derecho	de	protección	del	Estado	a	los	nacionales,	el	derecho	
a	 la	 nacionalidad	 —incluida	 la	 nacionalidad	 adquirida	 por	
vínculo	 de	 parentesco	 o	 afinidad—	 el	 derecho	 a	 una	 buena	
administración	 y	 el	 derecho	 de	 acceso	 a	 los	 documentos	
públicos.	

	Mounier,	Emanuel	(1984):	Op.	Cit.,	p	58.52

	ConsItución	PolíIca	de	Ecuador:	art.	23	número	6;	art.	97	53

número	16;	art.	86;	art.	88;	art.	248;	art.	92	y	95.		
ConsItución	PolíIca	de	Colombia:	art.	58.	

	Salinas,	Alonso	(2020):	Ibid.	54
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Asimismo,	 se	deberá	 garanIzar	 el	 derecho	a	 formar	parIdos	
políIcos	 y	 el	 derecho	 de	 asociación	 políIca	 a	 fin	 de	 que	 los	
ciudadanos	 puedan	 consItuir	 movimientos	 o	 asociaciones	
políIcas.	

El	 sufragio	 deberá	 ser	 universal,	 obligatorio,	 igualitario	 y	
secreto	 y	 debe	 poder	 ser	 ejercido	 por	 todos	 los	 ciudadanos,	
sin	 que	 su	 lugar	 de	 residencia	 o	 el	 haber	 sido	 procesado	 o	
condenado	 por	 un	 crimen	 o	 simple	 delito	 puedan	 limitar	 o	
condicionar	el	derecho	al	sufragio.	

El	 Estado	 debe	 favorecer	 el	 acceso	 y	 parIcipación	 en	
condiciones	 igualitarias	entre	mujeres	y	hombres	a	cargos	de	
elección	 popular,	 en	 parIcular,	 aquellas	 estrategias	 que	
impliquen	acciones	posiIvas	que	permitan	alcanzar	la	paridad	
en	los	cargos	de	representación	popular.	

La	 nueva	 ConsItución	 deberá	 contemplar	 un	 mandato	 de	
promoción	 de	 la	 igualdad	 entre	 hombres	 y	 mujeres	 de	 los	
pueblos	 indígenas	 en	 cargos	 de	 representación	 políIca	
electoral	o	administraIva.	

Del	 mismo	 modo,	 se	 reconoce	 la	 necesidad	 de	 que	 los	
derechos	 políIcos	 queden	 someIdos	 a	 una	 cláusula	 de	
reserva	de	 ley,	 como,	por	ejemplo,	el	derecho	de	 reunión,	el	
que	 debe	 ser	 formulado	 como	 un	 derecho	 de	 reunión	 y	 de	
manifestación	pública.	

4.10.	 Derecho	 a	 la	 ParIcipación	 Comunitaria:	 Vida	 Social,	
PolíIca	y	AdminsitraIva	

La	 nueva	 ConsItución	 debe	 garanIzar	 el	 derecho	 a	 la	
parIcipación	políIca	y	comunitaria	en	las	diferentes	áreas	de	
la	 vida	 social	 como	 garanza	 del	 bien	 común,	 la	 vida	
comunitaria	 y	 el	 desarrollo	 humano	 integral	 al	 fomentar	 la	
responsabilidad.	 La	 parIcipación	 políIca	 es	 un	 elemento	
fundamental	 que	 debe	 promoverse	 y	 garanIzarse	 en	 los	
diferencie	 espacios,	 tanto	políIcos	 como	 sociales,	 facilitando	
la	 formación	 y	 mantención	 de	 sindicatos,	 negociación	
colecIva	 inter-empresa	 e	 intersectorial.	 Los	 espacios	 de	
parIcipación	incluyen	la	esfera	educaIva	y	la	producIva.	
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En	 la	 acIvidad	 legislaIva	 del	 Estado	 la	 comunidad	 políIca	
nacional	 puede	 parIcipar	 mediante	 las	 iniciaIvas	 populares	
de	ley,	como	ocurre	en	Austria	o	Suiza ,	como	también,	en	el	55

resguardo	 del	 bien	 común,	 la	 ciudadanía	 puede	 desItuir	
autoridades	elegidas	por	estos,	como	se	garanIza	en	la	Carta	
Magna	japonesa	en	su	arzculo	15.		

Como	 también	 a	 través	 de	 los	 representantes	 libre	 y	
democráIcamente	elegidos.	El	Estado	debe	garanIzar	que	sus	
habitantes	 puedan	 parIcipar	 en	 condiciones	 de	 igualdad	
como	candidatos	en	los	cargos	de	elección	popular,	en	acceso	
a	los	disIntos	puestos	y	funciones	públicas	en	los	poderes	del	
Estado,	y	en	general	en	las	disIntas	instancias	de	intervención	
en	 la	 vida	 pública	 y	 social.	 La	 garanza	 de	 la	 igualdad	 de	
condiciones	 debe	 considerar	 especialmente	 las	 desventajas	
históricas	 y	 culturales	 que	 han	 afectado	 a	 las	 mujeres	 y	 los	
pueblos	 indígenas	 y	 adoptar	 acciones	 posiIvas	 para	 corregir	
dicha	situación.	 Integrando	efecIvamente	a	 las	y	 los	chilenos	
residentes	en	el	extranjero.		

Mientras	 en	 la	 acIvidad	 administraIva	 se	 debe	 superar	 la	
noción	 procedimental	 del	 proceso	 administraIvo	 que	 se	
reduce	 a	 simples	 actos	 trámite	 desInados	 a	 un	 acto	 final ;	56

para	 poder	 integrar	 la	 visión	 sustanIva	 del	 procedimiento	
administraIvo	en	el	ordenamiento	jurídico	nacional.		

En	esa	línea	doctrinaria,	debemos	entender	que,	en	un	Estado	
Social	de	Derecho,	la	producción	administraIva	no	es	ajena	a	
su	 comunidad,	 la	 cual	 debe,	 tanto	 a	 nivel	 individual	 como	
colecIvo,	 protegiendo,	 amparando,	 promoviendo	 e	

	 ConsItución	 de	 Austria	 Parte	 II	 Capítulo	 D	 art.	 41	 y	55

ConsItución	de	Suiza	Título	4	Capítulo	II	art.	138.

	En	 la	revista	del	Consejo	de	Defensa	del	Estado,	ha	habido	56

autores	 que	 han	 reducido	 por	 esta	 definición	 legal	 al	
procedimiento	 administraIvo	 en	 Chile	 solo	 como	 aquel	 que	
“no	supone	más	que	una	sucesión	ordenada	de	actuaciones”,	
sin	consItuir	nada	más	que	una	forma	externa	necesaria.	
Rojas	 Vargas,	 J.	 (2004):	 Notas	 sobre	 el	 Procedimiento	
AdministraIvo	establecido	en	 la	 Ley	N°	19.880,	 en	 la	Revista	
de	Derecho	del	Consejo	de	Defensa	del	Estado,	Vol.	11.
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integrándola;	la	actuación	de	la	Administración	debe	tender	a	
la	 conciliación	 y	 ponderación	 de	 intereses	 en	 ocasiones	
divergentes,	 fomentar	 la	 publicidad	 y,	 por	 ende,	 facilitar	 el	
entendimiento	entre	 los	 interesados,	 en	 la	 amplia	diversidad	
de	actuaciones	que	implican	el	llamado	Acto	AdministraIvo	,	y	
eso	es	solo	posible	desde	su	noción	sustanIva.		

Esa	 úlIma	 visión	 del	 procedimiento	 administraIvo	 es	
fundamental	 en	 la	 reunión	 de	 los	 intereses	 comunitarios,	
informando	 a	 la	 Administración	 adecuadamente	 para	 la	
consecución	 de	 sus	 acIvidades,	 pero	 actualmente	 esa	 visión	
se	queda	morigerada	por	 los	 formalismos	 recurrentes	dentro	
de	 un	 Estado	 liberal,	 el	 cual	 no	 puede	 intervenir	 y	 está	
obligado	 a	 respetar	 la	 esfera	 de	 la	 vida	 y	 acción	 individual,	
desde	una	ópIca	negaIva.	Dicho	Estado	no	servirá	para	nada	
en	 la	 superación	 del	 individualismo	 que	 aísla	 a	 la	 persona	 y	
socaba	 a	 la	 Administración,	 ni	 para	 la	 construcción	 de	 una	
Sociedad	Comunitaria.	

“En	 esa	 línea	 comprendemos	 que	 la	 Administración	
comunitaria	 regula	 y	 realiza	 su	 procedimiento	 -norma	
abstracta	 como	 la	 concreta	 y	 terminal-	 en	 las	 necesidades	
reales	 de	 sus	 administrados.	 No	 dependerá,	 por	 tanto,	 de	 la	
expresión	de	estadísIcas	académicas	y	parIcipaciones	tenues	
de	 la	 ciudadanía,	 falseada	 por	 la	 lejanía	 y	 distancia	 de	 los	
“especialistas”	y	administradores	de	la	sociedad	o	por	la	falta	
de	 tejido	 social	 de	 las	 comunidades.	 Dependerá,	 en	 cambio,	
de	las	necesidades	vitales	e	 intereses	reales	calculados	desde	
la	misma	parIcipación	directa	del	administrado	en	la	acIvidad	
administraIva	ordenada	y	dirigida	bien	común,	en	especial	en	
los	 actos	 trámites	 que	 componen	 el	 procedimiento	
administraIvo,	 con	 la	 amplia	 parIcipación	 y	 creación	 desde	
los	y	las	ciudadanas” .	57

Concretando	así	las	máximas	de	las	reformas	hechas	por	la	Ley	
N°	 20.500	 de	 2011	 (LAyPCGP)	 al	 Título	 IV	 de	 la	 Ley	Orgánica	

	Salinas,	Alonso	(2020):	El	Procedimiento	AdministraIvo	y	la	57

Sociedad	 Comunitaria,	 en	 Revista	 Liberación,	 Segunda	 Época	
Año	49	N°	2,	noviembre	2020,	pp.	32-48.		
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ConsItucional	 de	 Bases	 Generales	 de	 la	 Administración	 del	
Estado.		

4.11.	 Protección	 del	 Medio	 Ambiente	 y	 la	 Garanza	 a	 un	
Ambiente	Adecuado	y	Saludable	

“Cuando	 se	 habla	 de	 «medio	 ambiente»,	 se	 indica	
parIcularmente	una	relación,	la	que	existe	entre	la	naturaleza	
y	 la	 sociedad	 que	 la	 habita.	 Esto	 nos	 impide	 entender	 la	
naturaleza	como	algo	separado	de	nosotros	o	como	un	mero	
marco	de	nuestra	vida.	Estamos	incluidos	en	ella,	somos	parte	
de	ella	y	estamos	 interpenetrados.	Las	razones	por	 las	cuales	
un	 lugar	 se	 contamina	exigen	un	 análisis	 del	 funcionamiento	
de	la	sociedad,	de	su	economía,	de	su	comportamiento,	de	sus	
maneras	 de	 entender	 la	 realidad.	 Dada	 la	 magnitud	 de	 los	
cambios,	ya	no	es	posible	encontrar	una	respuesta	específica	e	
independiente	para	cada	parte	del	problema.	Es	fundamental	
buscar	 soluciones	 integrales	que	 consideren	 las	 interacciones	
de	 los	sistemas	naturales	entre	sí	y	con	 los	sistemas	sociales.	
No	hay	dos	crisis	separadas,	una	ambiental	y	otra	social,	sino	
una	 sola	 y	 compleja	 crisis	 socio-ambiental.	 Las	 líneas	para	 la	
solución	requieren	una	aproximación	integral	para	combaIr	la	
pobreza,	 para	 devolver	 la	 dignidad	 a	 los	 excluidos	 y	
simultáneamente	para	cuidar	la	naturaleza” .	58

Si	todo	está	relacionado,	también	la	salud	de	las	insItuciones	
de	 una	 sociedad	Iene	 consecuencias	 en	 el	 ambiente	 y	 en	 la	
calidad	 de	 vida	 humana:	 “Cualquier	 menoscabo	 de	 la	
solidaridad	y	del	civismo	produce	daños	ambientales”.	En	ese	
senIdo,	la	ConsItución	debe	integrar	a	la	ecología	social,	pues	
esta	 es	 necesar iamente	 insItuc iona l ,	 y	 a l canza	
progresivamente	 las	 disIntas	 dimensiones	 que	 van	 desde	 el	
grupo	 social	 primario,	 la	 familia,	 pasando	 por	 la	 comunidad	
local	 y	 la	nación,	hasta	 la	 vida	 internacional.	Dentro	de	 cada	
uno	 de	 los	 niveles	 sociales	 y	 entre	 ellos,	 se	 desarrollan	 las	
insItuciones	 que	 regulan	 las	 relaciones	 humanas	 debe	
incluirse	la	función	ecológica	y	la	responsabilidad	ambiental .	59

	Francisco	(2015):	Laudato	Si´,	139.	58

	Basado	en	Francisco	(2015):	Laudato	Si´,	142.	59
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Asimismo,	la	ConsItución	deberá	garanIzar	a	las	personas	un	
ambiente	 adecuado	 y	 un	 entorno	 sano.	 De	 igual	 modo,	 los	
poderes	públicos	deben	asegurar	a	las	personas	el	goce	de	un	
medio	 ambiente	 libre	 de	 contaminación	 y	 adoptar	 medidas	
para	promover	el	respeto	y	sostenibilidad	de	la	biodiversidad.	
El	 uso	 de	 los	 recursos	 naturales	 está	 limitado	 por	 este	
derecho,	la	función	social	de	la	propiedad,	los	derechos	de	los	
pueblos	 indígenas	y	el	desarrollo	de	 las	 comunidades	 locales	
donde	se	emplacen	los	proyectos	de	explotación.	

Por	 ello	 se	 debe	 integrar	 el	 deber	 del	 Estado	 de	 proteger	 la	
diversidad	 e	 integridad	 ambiental	 conjuntamente	 a	 una	
función	 restauradora	 o	 susItuIva	 de	 los	 micro	 bienes	 del	
medio	 ambiente,	 como	 también,	 planificar	 el	 manejo	 y	
aprovechamiento	 de	 los	 recursos	 naturales	 cuidando	 la	 Casa	
Común;	 la	 explotación	 de	 los	 recursos	 naturales	 debe	
realizarse	 responsablemente,	 mediando	 una	 apropiada	
planificación	 y	 ordenamiento	 territorial	 y	 debe	 asegurarse	 la	
conservación	del	medio	ambiente	 y	 la	 consulta	 y	 aprobación	
de	 las	 personas	 afectadas.	 El	 Estado	 debe	 tener	 especial	
consideración	 por	 el	 bienestar	 de	 sus	 actuales	 y	 futuros	
habitantes.	

Finalmente	 debe	 asegurarse	 Acciones	 Populares	 para	 la	
protección	 de	 los	 derechos	 colecIvos	 alrededor	 del	
medioambiente	y	una	Acción	de	Amparo	Medio	Ambiental.		

4.12.	Derecho	al	Agua	

Igualmente,	se	consagrará	el	derecho	al	agua,	como	el	derecho	
de	 cada	 persona	 a	 disponer	 de	 agua	 suficiente,	 saludable,	
aceptable,	 xsicamente	 accesible	 y	 asequible	 para	 su	 uso	
personal	 y	 domésIco,	 priorizando	 el	 consumo	 humano	 por	
sobre	su	uso	como	medio	de	producción.	

Se	 declararán	 las	 aguas	 terrestres	 como	 bienes	 de	 dominio	
público,	 cualquiera	 sea	 el	 estado	 en	 que	 se	 encuentren,	 el	
lugar	en	que	estén	depositadas	o	el	curso	que	sigan,	incluidos	
los	glaciares.	

Se	delegará	en	el	legislador	la	regulación	del	procedimiento	de	
consItución,	 reconocimiento,	 ejercicio	 y	 exInción	 de	 los	
derechos	que	 se	 reconozca	a	 los	parIculares	 sobre	el	uso	de	
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las	 aguas,	 sin	 perjuicio	 de	 reservar	 caudales	 de	 aguas	
superficiales	 o	 subterráneas	 para	 asegurar	 la	 disponibilidad	
del	recurso	hídrico	a	todas	las	personas.	

4.13.	Derecho	a	la	Salud	

La	 nueva	 ConsItución	 debiera	 reconocer	 el	 derecho	 a	 la	
protección	de	la	salud	en	tanto	derecho	universal,	igualitario	e	
integrado;	 el	 poder	 público	 deberá	 asegurar	 a	 todos,	 de	 la	
manera	 que	 se	 regule	 más	 precisamente	 por	 ley,	 servicios	
sociales	 y	 sanitarios	 suficientes,	 y	 promover	 la	 salud	 de	 la	
población.		

Se	debe	garanIzar	el	acceso	a	un	seguro	universal	de	salud	sin	
discriminación.	 El	 Estado	 debe	 controlar	 el	 ejercicio	 de	 los	
servicios	públicos	y	privados	de	salud,	y	regularlos	por	ley	para	
garanIzar	 prestaciones	 básicas	 uniformes	 de	 carácter	
universal	 con	 las	 garanzas	 de	 acceso,	 oportunidad	 y	 calidad.	
Para	 ello,	 es	 necesario	 reponer	 la	 solidaridad	 en	 el	
financiamiento	de	la	salud.	

Se	deberá	asegurar	el	acceso	universal	y	a	precios	asequibles	a	
una	 canasta	 de	 fármacos	 para	 enfermedades	 prevalentes	
mediante	un	sistema	de	seguros	o	aprovisionamiento	estatal.	

Se	debe	fortalecer	la	atención	primaria	en	el	marco	de	una	red	
integral	 de	 atención	 con	 enfoque	 familiar,	 intercultural	 y	
comunitario,	 en	 la	 que	 los	 disIntos	 niveles	 del	 sistema	
promuevan	un	modelo	de	salud	prevenIvo	y	promocional.	La	
atención	 primaria	 debe	 ser	 la	 puerta	 de	 entrada	 y	 el	 eje	
estructural	de	la	red	sanitaria,	tanto	pública	como	privada.	

4.14.	Derecho	a	la	Seguridad	Social	

La	 ConsItución	 debe	 garanIzar	 un	 régimen	 de	 seguridad	
social	 para	 todos	 los	 ciudadanos	 que	 avale	 la	 asistencia	 y	
prestaciones	sociales	suficientes	ante	situaciones	de	necesidad	
como	 un	 accidente,	 invalidez,	 vejez	 o	 el	 desempleo.	
Consagrando	 explícitamente	 los	 principios	 esenciales	 de	 la	
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naturaleza	 de	 este	 derecho	 social	 según	 los	 juristas	 Héctor	
Humores	y	Patricio	Novoa :		60

• Principio	de	Universalidad	ObjeIva:	La	seguridad	social	
debe	proteger	a	todas	las	personas	ante	situaciones	de	
conIngencia	 social	 de	 carácter	 no	 voluntario	 como	 la	
enfermedad,	 desempleo,	 vejez,	 invalidez,	 muerte,	
maternidad,	y	riesgos	ocupacionales.		

En	nuestra	actual	ConsItución	no	se	garanIza	nada	de	
aquello	más	allá	del	acceso,	pero	tras	ciertas	sentencias	
del	Tribunal	ConsItucional	podemos	afirmar	que	se	ha	
afirmado	en	cierto	senIdo	la	materialidad,	exigibilidad	
y	protección	de	este	derecho ,	pero	sin	salir	del	marco	61

de	 las	 lógicas	 liberales	 que	 debemos	 superar;	 i)	
moIvación	 del	 prestador	 del	 servicio	 en	 su	 propio	
interés,	es	decir	por	su	interés	patrimonial	y	no	el	bien	
común,	 ii)	no	existe	un	deber	de	proveer,	más	allá	de	
mínimos	 del	 Estado,	 entre	 el	 prestador	 de	 servicio	 y	
quien	Iene	el	derecho	social	si	no	es	por	un	acuerdo	o	
contrato	y	 iii)	 en	 las	 relación	contractual,	el	prestador	
del	servicio	social,	a	pesar	de	seguir	normas	de	orden	
público,	aun	en	su	autonomía	privada	puede	sujetar	a	
disposiciones	las	contrataciones	bajo	criterios	de	lucro	
(como	 cobrar	 más	 a	 mujeres	 por	 el	 riesgo	 de	
embarazarse) .		62

	Humores	Noguer,	Héctor	(2000):	Ibid.		60

Novoa	 Fuenzalida,	 Patricio	 (1977):	 Derecho	 de	 la	 Seguridad	
Social	(SanIago,	Ediciones	Jurídicas	de	Chile),	p.	434.	

	 Peña	 Torres,	 Marisol	 (2009):	 “Aplicación	 de	 los	 Derechos	61

Económicos,	 Sociales	 y	 Culturales	 por	 el	 Tribunal	
ConsItucional	 Chileno”.	 En	 Nogueira	 Alcalá,	 Humberto	
(coord.),	 DogmáIca	 y	 Aplicación	 de	 los	 Derechos	 Sociales	
(SanIago,	Librotecnia),	pp.	299-318.

	Veasé:		62

Ortega,	 Vania	 y	 Salinas	 Garcia,	 Alonso	 (2020):	 “Derechos	
Fundamentales”,	en	Roja	Ramos,	Rita,	Ortega	Albornoz,	Vania	
Et	 Al	 (2020)	 Conozcamos	 la	 ConsItución	 para	 Cambiarla	
(Valparaíso,	Editorial	Autónoma	Rhakiduam),	pp.	70-71.
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• Principio	 de	 Universalidad	 SubjeIva:	 	 La	 seguridad	
social	 debe	 comprenderse	 sobre	 la	 base	 de	 no	
discriminación,	 independiente	 de	 su	 estado	
ocupacional,	 laboral,	 remuneracional,	marital,	 género,	
etc.	

• Principio	 de	 Integridad	 o	 Suficiencia:	 La	 seguridad	
social	debe	otorgar	prestaciones	o	beneficios	médicos,	
económicos	y	 familiares	que	saIsfagan	 totalmente	 las	
consecuencias	directas	de	una	conIngencia	social	que	
afecte	a	un	miembro	de	la	población.	

Corre	 la	 misma	 suerte	 que	 el	 Principio	 de	 la	
Universalidad	ObjeIva	en	nuestra	Carta	Magna.		

• Principio	 de	 Unidad:	 Se	 traduce	 en	 una	 orientación	
sistemáIca,	 unitaria	 y	 estructurada	 de	 la	 seguridad	
social,	 como	 una	 políIca	 pública	 coordinada,	
integrada,	uniforme	y	de	conjunto.		

• Principio	de	Solidaridad:	Detrás	de	 la	 seguridad	 social	
se	 encuentra	 un	 esfuerzo	 comunitario,	 pues	 todos	 los	
integrantes	 de	 la	 comunidad	 deben	 cooperar	 a	 la	
obtención	 de	 sus	 objetos	 conforme	 a	 su	 ingreso	 y	
posibilidades,	beneficiándose	todos	de	acuerdo	con	sus	
necesidades,	retribuyendo	así	el	ingreso	nacional.		

• Principio	de	Igualdad:	Tiene	dos	senIdos,	la	seguridad	
social	debe	implicar	que	las	personas	recibirán	 iguales	
prestaciones	 ante	 idénIcas	 conIngencias	 sociales,	 y	
que	dichas	prestaciones	deben	ser	iguales	o	uniformes	
en	 su	 monto	 sin	 considerar	 la	 conIngencia	 y	 el	
beneficiario.		

• Principio	 de	 ParIcipación:	 Significa	 que	 los	
beneficiarios	de	la	seguridad	social	deben	parIcipar	en	
su	gesIón	en	forma	directa,	efecIva	y	concreta	-siendo	
la	 aplicación	 clara	 de	 la	 subsidiariedad	 posiIva	 en	 su	
funcionamiento	horizontal-,	 como	contraparIda	de	 su	
obligación	 de	 financiar	 aquélla	 y	 el	 Principio	 de	
Solidaridad.		
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• Principio	 de	 Protector:	 La	 seguridad	 social	 Iene	 un	
carácter	 tutelar	 como	 estatuto	 y	 régimen,	 por	 lo	 que	
las	normas	oscuras,	las	pruebas	dudosas	y	conflictos	de	
normas	 jurídicas	 deben	 resolverse	 en	 favor	 del	
beneficiario.	

No	se	encuentra	explícitamente.		

• Principio	 de	 Exclusividad	 Legal:	 La	 ley	 y	 no	 el	 seguro	
privado	 consItuyen	 la	 fuente	 única	 de	 la	 seguridad	
social	 sin	 perjuicio	 de	 la	 obtención	 de	 beneficios	
complementarios	 mediante	 la	 celebración	 de	
convenios	colecIvos.		

Expresamente	se	ve	en	el	arzculo	19	número	18	de	 la	
CPR.	

4.15.	Derecho	a	la	Educación	

La	educación	es	un	derecho	fundamental	de	todo	ser	humano,	
pues	 a	 través	 de	 esta,	 se	 promueve	 el	 desarrollo	 integral	 de	
este;	 en	 lo	 emocional,	 cogniIvo,	 comunitario,	 xsico	 y	
espiritual.	Es	por	ello,	que	la	educación	debe	estar	centrada	en	
la	 persona;	 que	 la	 educación	 sea	 un	 vehículo	 de	
transformación	 social	 hacia	 el	 buen	 vivir.	 Por	 lo	 que	 como	
sociedad	 debemos	 aspirar	 a	 una	 humanización	 de	 la	
educación	 rompiendo	 con	 la	 lógica	 de	 producIvidad	
imperante	en	nuestro	sistema	actual;	el	cual	más	que	formar	
integralmente	al	 ser,	 lo	adapta	a	una	 función	producIva	que	
cumplirá	en	la	sociedad.		

Por	ello,	el	ambiente	educacional,	sea	 la	escuela,	universidad	
o	 la	 familia,	 es	 en	 comunidad;	 “donde	 cada	 uno	 se	 siente	 a	
gusto	 y	 se	 reconoce	 en	 el	 senIr	 común	 que	 él	 mismo	
contribuye	 a	 construir	 (…)	 el	 nosotros	 es	 el	 ambiente	 ideal	
para	el	aprendizaje,	aquel	en	el	cual	nadie	es	anónimo	y	cada	
uno	 siente	 el	 poder	 de	 disfrutar	 de	 una	 fuerza	 que	 se	
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mulIplica	 en	 la	 unidad” .	 Es	 en	 dicha	 comunidad	 donde	 se	63

vive	una	relación	interdisciplinaria	e	interpersonal.	

Respecto	al	Estado	y	las	enIdades	privadas	que	tengan	por	fin	
la	 formación	 integral	de	 la	persona	desde	 la	mulIplicidad	de	
cosmovisiones	y	credos	-dentro	de	los	límites	consItucionales	
y	 legales-	 tendrán	 el	 deber	 de	 garanIzar	 el	 derecho	 a	 la	
educación	en	todos	sus	niveles	gratuitamente,	como	también,	
velar	 por	 su	 calidad	 y	 esImular	 la	 invesIgación	 cienzfica	 y	
tecnológica.	

Asimismo,	el	Estado	debe	promover	y	garanIzar	la	educación	
pública	 en	 todos	 los	 niveles	 y	 asegurar	 la	 calidad	 en	 la	
provisión	pública	y	privada	en	todos	los	niveles	educaIvos.	La	
educación	 privada,	 coadyuvante	 del	 servicio	 público	
educacional,	 podrá	 recibir	 financiamiento	 público	 en	
condiciones	no	discriminatorias.	

Se	debe	garanIzar	una	educación	integral	en	todos	los	niveles;	
educación	parvularia,	básica,	media,	técnica	y	universitaria.	

Se	 deberá	 reconocer	 la	 autonomía	 de	 las	 Universidades	
estatales,	 los	 InsItutos	Profesionales	y	Centros	de	Formación	
Técnica	del	Estado	y	el	especial	cuidado	que	debe	dispensarse	
a	 la	 su	 organización,	 funcionamiento	 y	 financiación.	 Como	
también,	 se	 hace	 necesario	 incorporar	 la	 libertad	 de	 cátedra	
en	el	derecho	a	la	educación.	

El	 derecho	 a	 la	 libertad	 de	 enseñanza	 no	 significa	 que	 al	
Estado	le	esté	vedado	regular	a	los	prestadores.	La	libertad	de	
abrir,	 organizar,	 y	 mantener	 establecimientos	 educacionales	
debe	hacerse	 en	 conformidad	 con	 los	 principios	 establecidos	
en	la	ConsItución	y	según	la	ley.		

La	 educación	 debe	 ser	 laica	 en	 el	 senIdo	 de	 conservar	 y	
promover	 la	 efecIva	 libertad	 religiosa	 dentro	 del	 marco	
señalado	 en	 el	 punto	 3.6	 sobre	 Libertad	 Religiosa	 y	 Vida	
Espiritual	permiIendo	el	libre	acceso	a	todas	las	personas	por	
igual	 del	 conocimiento	 religioso,	 teológico	 y	 filosófico	

	 Di	 Nicola,	 Giula	 Paola	 y	 Danese,	 A�lio	 (2016):	 Emmanuel	63

Mounier,	 El	 Personalismo:	 Una	 Utopía	 Fundamental	 (Buenos	
Aires,	Editorial	Ciudad	Nueva),	p.	24.
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necesario	para	su	desarrollo	humano	integral,	como	también,	
permiIr	a	las	insItuciones	religiosas	a	enseñar	sus	dogmas	en	
sus	respecIvas	insItuciones	educacionales.		

4.16.	Derecho	al	Trabajo	Digno	

Creemos	 que	 hay	 que	 hacer	 más	 fuertes	 y	 visibles	 nuestros	
esfuerzos,	 como	señalo	el	Papa	Pablo	VI	en	su	discurso	en	 la	
OIT	del	10	de	 junio	de	1969,	para	que	“nunca	más	el	 trabajo	
esté	contra	el	trabajador,	sino	que	siempre	el	trabajo	sea	para	
el	trabajador,	y	el	trabajo	esté	al	servicio	del	hombre	(mujer),	
de	 todos	 l o s	 hombres	 (mu je res )	 y	 de	 todo	 e l	
hombre(mujer)” .	64

“Desde	 un	 pensamiento	 socialista	 y	 crisIano	 el	 trabajo	
humano	no	es	una	mercancía	que	se	ofrece	al	alza	o	a	la	baja,	
en	 el	 mal	 llamado	mercado	 laboral,	 tampoco	 el	 contrato	 de	
trabajo	 es	 un	 trueque,	 no	 es	 sólo	 cambio	 de	 trabajo	 por	
dinero.		El	trabajo	Iene	a	lo	menos	3	grandes	dimensiones:	

1.-	 Como	 una	 manera	 en	 que	 nos	 proveemos	 de	 nuestro	
sustento	y	el	de	nuestra	familia.	

2.-	El	trabajo	es	una	prestación,	un	servicio,	una	donación	que	
ofrece	 y	 aprovecha	 a	 toda	 la	 comunidad	 humana,	 el	 trabajo	
Iene	un	 senIdo	 social	 y	 trascendente.	Por	ello	el	 trabajador	
pone	 toda	 su	 voluntad,	 toda	 su	 fuerza,	 el	 Iempo	 de	 que	
dispone	y	entrega	en	él	su	personalidad,	sus	cualidades;	lleva	
a	cabo	una	tarea	desde	el	punto	de	vista	social.	

3.-	 El	 trabajo	 es	 una	 forma	de	 realización	 personal,	 humana,	
ínIma	que	no	Iene	nada	que	ver	con	 la	obtención	de	más	o	
menos	 ingresos,	 por	 ello	 el	 desempleo	 Iene	 una	 dimensión	

	 Papa	 Pablo	VI.	 Discurso	 en	 la	OIT,	 10	 de	 junio	 de	 1969.	 El	64

paréntesis	es	nuestro.	
Declaración	de	la	Izquierda	CrisIana	en	Radio	Nuevo	Mundo:	
“Día	 de	 los	 Trabajadores/as	 un	 Momento	 para	 Reafirmar	 la	
Un idad	 y	 la	 Esperanza”.	 D i spon ib le	 en :	 hkp://
www.radionuevomundo.cl/2020/04/30/izquierda-crisIana-
dia-de-los-trabajadores-as-un-momento-para-reafirmar-la-
unidad-y-la-esperanza/.	 Fecha	 de	 consulta:	 viernes	 01	 de	
enero	de	2021.		
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que	supera	lo	económico	y	que	ataca	la	realización	y	el	senIdo	
de	la	vida	de	hombres	y	mujeres.	 	Eso	nos	obliga	a	derrotar	la	
forma	 capitalista	 que	 hace	 del	 empleo	 una	 esclavitud,	 una	
alienación	y	que	centra	todas	las	reivindicaciones	laborales	en	
el	dinero” .	65

Debe	 consagrarse	 consItucionalmente	 el	 derecho	 al	 trabajo	
digno,	 su	 remuneración	 y	 protección.	 Todos	 deben	 tener	
garanIzado	 el	 derecho	 al	 trabajo	 y	 a	 su	 libre	 elección,	 así	
como	 a	 una	 remuneración	 suficiente	 para	 saIsfacer	 sus	
necesidades	 básicas	 y	 las	 de	 su	 familia,	 acorde	 con	 sus	
capacidades.	 Se	 garanIzará	 la	 existencia	 de	 condiciones	
seguras	de	trabajo.	

Asimismo,	 junto	 con	 la	 prohibición	 de	 la	 coacción	 xsica	 y	
moral	 se	 debe	 integrar	 la	 prohibición	 a	 lo	 que	 el	 Derecho	
Natural	 ha	 tratado	 desde	 la	 Edad	 Media	 como:	 violencia	
mixta.	Siendo	esta	úlIma	la	que	obliga	por	necesidad	bajo	el	
disfraz	 de	 voluntario	 un	 acto	 que	 no	 es	 del	 todo	 humano	
(necessitae	 compulsus) ;	 por	 lo	 que	 desde	 un	 mandato	66

consItucional	 se	 reconoce:	 i)	 el	 derecho	 al	 consenImiento	
informado	 en	 un	 senIdo	 amplio,	 ii)	 el	 derecho	 a	 la	 justa	
remuneración	y	precio	justo,	iii)	el	deber	de	cumplir	la	oferta	y	
promesa	 comercial	 y	 laboral,	 iv)	 el	 deber	 de	 responsabilidad	
social	de	todo	oficio,	profesional	y	empleo	como	señalamos	en	
el	punto	4.2.		

El	Estado	debe	asegurar	la	misma	remuneración	por	el	mismo	
trabajo,	prohibir	la	discriminación	salarial	por	sexo	y	promover	
el	acceso	de	la	mujer	a	los	cargos	de	mayor	responsabilidad.	

Se	prohibirá	cualquier	Ipo	de	trabajo	forzado	y	toda	forma	de	
servidumbre.	

El	 Estado	 administrará	 un	 sistema	 de	 protección	 ante	 la	
cesanza,	que	fomente	acIvamente	la	incorporación	al	trabajo.	

Asimismo,	 se	 reconocerá	 el	 trabajo	 domésIco	 y	 de	 cuidado	
como	 un	 trabajo	 producIvo	 que	 aporta	 decisivamente	 al	

	Ibid.			65

	Langholm,	Odd	(1998):	Ibid.66
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desarrollo	del	país,	valorizándose	de	conformidad	a	 la	 ley,	en	
especial,	en	el	sistema	de	seguridad	social	que	se	cree	a	parIr	
de	lo	establecido	en	la	nueva	ConsItución.	

Finalmente,	debe	consagrarse	el	trabajo	como	una	asociación	
vocacional	 más	 allá	 de	 su	 senIdo	 obvio:	 una	 forma	 justa	 y	
debida	 de	 obtención	 de	 lo	 necesario	 para	 la	 subsistencia.	 La	
Carta	 Fundamental	 debe	 reconocer	 el	 trabajo	 como	 una	
asociación	 vocacional	 guiada	 por	 el	 bien	 común;	 con	 un	
carácter	 social,	 pues	 no	 existe	 un	 verdadero	 cuerpo	 social	 y	
orgánico	sino	existe	colaboración	y	ordenación	para	que	desde	
la	eficiencia	el	ser	humano	produzca	sus	máximos	frutos .		67

4.17.	 Derecho	 a	 la	 Sindicación,	 Huelga	 y	 ParIcipación	
Económica-AdministraIva	del	Sindicato	

La	 nueva	 ConsItución	 PolíIca	 de	 la	 República	 a	 la	 luz	 de	 la	
verdadera	 subsidiariedad	 debe	 proveer	 ayuda	 (subsidium)	 a	
los	 individuos	 en	 su	 libre	 y	 obligatoria	 asunción	 de	
responsabilidades	para	la	propia	realización	y	la	del	prójimo	al	
desarrollo	humano	integral.	

Por	lo	que	el	Derecho	de	la	Asociación	es	esencial,	pues	el	ser	
humano	al	ser	un	ser	sociable	por	naturaleza	y	el	 trabajo	ser	
un	 aspecto	 igualmente	 vocacional	 sería	 contrario	 al	 Derecho	
Natural	 que	 los	 Estados	 prohibieran	 la	 asociación	del	 pueblo	
trabajador,	 más	 aún	 si	 está	 dirigido	 a	 la	 protección	 de	 sus	
derechos	y	el	bien	común .	68

Por	 lo	cual	debemos	comprender	que	 la	sindicalización	no	es	
solo	 la	 garanza	 de	 asegurar	 los	 derechos	 por	 parte	 de	 los	
mismos	 trabajadores:	 es	 un	 derecho	 natural	 y	 un	 deber	
irrenunciable	para	buscar	el	bien	común;	protegiendo	así	a	los	
y	 las	 más	 débiles	 de	 la	 sociedad.	 Al	 sindicato	 debe	 ser	
reconocido	 consItucionalmente	 como	 un	 exponente	 de	 la	
jusIcia	 social,	 esIpulando	 que	 debe	 luchar	 por	 los	 justos	
derechos	de	los	trabajadores,	siempre	buscando	el	justo	bien,	
atendiendo	 a	 las	 necesidades	 y	 méritos	 de	 los	 asociados,	
siendo	necesario	y	 reconocido	por	el	Derecho	a	 la	Huelga	en	

	Pío	XI	(1931):	Quadragesimo	anno,	69.67

	Leon	XIII	(1891):	Rerum	Novarum,	35.68
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su	 correcto	 uso	 para	 asegurar	 las	 debidas	 condiciones	 y	 las	
justas	demandas	del	pueblo	trabajador .		69

Los	deberes	del	sindicato	necesarios	de	consagrar	en	la	Carta	
Fundamental	 son:	 i)	 estudiar,	 promover	 y	 defender	 los	
intereses	 comunes	 de	 los	 asociados	 en	 lo	 que	 concierne	 el	
contrato	 de	 trabajo;	 ii)	 representar	 a	 sus	miembros	 ante	 los	
patrones	y	autoridades	públicas;	iii)	colaborar	a	generar	un	pie	
de	 igualdad	 al	 estar	 unidos	 colecIvamente	 frente	 al	
empleador	 y	 la	 autoridad	 pública;	 iv)	 promover	 el	
perfeccionamiento	 de	 la	 labor	 y	 otras	 áreas	 fundamentales	
para	 el	 desarrollo	 de	 los	 trabajadores	 y;	 v)	 formar	 las	
acIvidades,	 asociaciones	 y	 otras	 instancias	 necesarias	 para	
mejorar	 la	 calidad	de	vida	de	 sus	afiliados,	hacer	 cumplir	 las	
leyes	 sociales,	 formar	 cooperaIvas,	 difundir	 el	 ahorro	 y	 la	
propiedad	 individual	 u	 otros	 para	 el	 Desarrollo	 Humano	
Integral	del	trabajador. .		70

Respecto	 a	 esto,	 un	 fiel	 defensor	 de	 la	 Doctrina	 Social	 de	 la	
Iglesia,	 sindicalista	 y	 sacerdote	 jesuita,	 Alberto	Hurtado,	 a	 la	
luz	 de	 un	 amor	 eficaz;	 inspirado	 en	 la	 asociación	 vocacional,	
en	 el	 DesIno	 Universal	 de	 los	 Bienes	 y	 el	 bien	 común	 nos	
formula	un	objeIvo	que	debe	ser	un	proyecto	nacional	en	 la	
norma	fundamental:		

“Mas	cierto	sería	decir	que	la	sociedad	vive	por	el	trabajo	de	
sus	ciudadanos:	sin	trabajo	no	habría	riqueza	ni	sociedad.	Esta	
idea	 podría	 ser	 mejor	 comprendida	 en	 una	 asociación	
vocacional	en	 la	que	el	 trabajador,	dejando	de	 ser	un	 simple	
asalariado,	parIcipara	de	la	propiedad	y	aun	de	la	dirección	de	
la	obra	en	que	trabaja	para	bien	y	servicio	de	la	sociedad” .		71

Es	 decir,	 debemos	 buscar	 que	 los	 sindicatos,	 respetando	 su	
autonomía	 e	 independencia,	 conjuntamente	 al	 empleador	

	Juan	Pablo	II	(1981):	Laborem	Exercens,	20.	69

	 Hurtado,	 Alberto	 (2016):	 Sindicalismo,	 Historia,	 Teoría	 y	70

PrácIca	 (SanIago,	 Ediciones	 Universidad	 Alberto	 Hurtado),	
pp.	30	y	31.

	 Hurtado,	 Alberto	 (2004):	 Humanismo	 Social	 (SanIago,	71

Fundación	Alberto	Hurtado),	p.	93.		
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administren	 diversas	 áreas	 de	 la	 dirección	 producIva,	
distribuIva	 e	 de	 inversión	 de	 las	 empresas	 en	 los	 Iempos	 y	
formas	 más	 cómodas	 según	 la	 realidad	 y	 necesidades	
económicas	de	 cada	empresa	a	 la	 luz	de	 su	 labor	producIvo	
dentro	 del	 mercado	 de	 bienes	 y	 servicios	 como	 ocurre	 en	
Alemania .		72

4.18.	Derecho	a	la	Vivienda	Adecuada	

El	 derecho	 a	 una	 vivienda	 adecuada	 es	 más	 amplio	 que	 el	
derecho	 a	 la	 propiedad,	 puesto	 que	 contempla	 derechos	 no	
vinculados	 con	 la	 propiedad	 y	 Iene	 como	 fin	 asegurar	 que	
todas	 las	 personas,	 incluidas	 las	 que	 no	 son	 propietarias,	
tengan	un	lugar	seguro	para	vivir	en	paz	y	dignidad.	

Debemos	 comprender	 que	 los	 derechos	 humanos	 son	
interdependientes	e	indivisibles	y	están	relacionados	entre	sí;	
que	en	Chile	no	se	garanIce,	proteja	y	promueva	el	derecho	a	
una	vivienda	adecuada	afecta	directamente	el	disfrute	de	una	
amplia	gama	de	otros	derechos	humanos.	

El	 derecho	 a	 una	 vivienda	 adecuada	 debe	 comprender	 las	
medidas	necesarias	para:	

1. Prevenir	la	falta	de	un	techo.	

2. Prohibir	los	desalojos	forzosos.	

3. Luchar	contra	la	discriminación.	

4. Centrarse	en	los	grupos	más	vulnerables	y	marginados.	

5. Asegurar	 la	 seguridad	 de	 tenencia	 para	 todos	 y	
garanIzar	 que	 la	 vivienda	 de	 todas	 las	 personas	 sea	
adecuada.		

Estas	medidas	pueden	requerir	la	intervención	del	gobierno	en	
disIntos	 planos:	 legislaIvo,	 administraIvo,	 de	 políIcas	 o	 de	
prioridades	de	gastos.	

	 Köhler,	 Holm-Detlev	 (2013):	 “La	 ParIcipación	 de	 los	72

Trabajadores	 en	 las	 Empresas	 Alemanas”,	 en	 Revista	 Temas	
para	el	Debate,	nº	222,	mayo,	pp.	30-32.
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Creemos	 que	 elementos	 mínimos	 del	 Derecho	 a	 la	 Vivienda	
Digna	son :	73

a) La	seguridad	de	la	tenencia.	

b) b)	Disponibilidad	de	servicios,	materiales,	instalaciones	
e	 infraestructura:	 la	 vivienda	 no	 es	 adecuada	 si	 sus	
ocupantes	 no	 Ienen	 agua	 potable,	 instalaciones	
sanitarias	 adecuadas,	 energía	 para	 la	 cocción,	 la	
calefacción	 y	 el	 alumbrado,	 y	 conservación	 de	
alimentos	o	eliminación	de	residuos.	

c) c)	Asequibilidad:	la	vivienda	no	es	adecuada	si	su	costo	
pone	en	peligro	o	dificulta	el	disfrute	de	otros	derechos	
humanos	por	sus	ocupantes.	

d) d)	 Habitabilidad:	 la	 vivienda	 no	 es	 adecuada	 si	 no	
garanIza	 seguridad	 xsica	 o	 no	 proporciona	 espacio	
suficiente,	 así	 como	 protección	 contra	 el	 frío,	 la	
humedad,	 el	 calor,	 la	 lluvia,	 el	 viento	 u	 otros	 riesgos	
para	la	salud	y	peligros	estructurales.	

e) e)	 Accesibilidad:	 la	 vivienda	 no	 es	 adecuada	 si	 no	 se	
toman	en	consideración	las	necesidades	específicas	de	
los	grupos	desfavorecidos	y	marginados.	

f) f)	 Ubicación:	 la	 vivienda	 no	 es	 adecuada	 si	 no	 ofrece	
acceso	a	oportunidades	de	empleo,	servicios	de	salud,	
escuelas,	 guarderías	 y	 otros	 servicios	 e	 instalaciones	
sociales,	 o	 si	 está	 ubicada	 en	 zonas	 contaminadas	 o	
peligrosas.	

g) g)	 Adecuación	 cultural:	 la	 vivienda	 no	 es	 adecuada	 si	
no	 toma	 en	 cuenta	 y	 respeta	 la	 expresión	 de	 la	
idenIdad	cultural.	

“El	 Estado	 debe	 reconocer	 el	 derecho	 inalienable	 de	 todo	
ciudadano	a	una	vivienda	adecuada	y	decente	que	sea	buena	

	 OFICINA	 DEL	 ALTO	 COMISIONADO	 DE	 LAS	 NACIONES	73

UNIDAS	PARA	LOS	DERECHOS	HUMANOS	
El	 derecho	 a	 una	 vivienda	 adecuada	 (Art.11,	 párr.	 1):	
13/12/91.	 CESCR	 Observación	 general	 Nº	 4	 (General	
Comments)	6°	período	de	sesiones	(1991).	
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para	 su	 salud	 y	 bienestar,	 y	 se	 compromete	 a	 garanIzar	 el	
acceso,	 promoverlo	 y	 otorgarlo	 directamente	 actuando	 con	
organismos	 públicos	 o	 privados,	 como	 también,	 a	 facilitar	 la	
puesta	 en	 prácIca	 de	 este	 derecho	 y	 regulando	 el	 mercado	
alrededor	de	los	suelos	y	bienes	inmuebles.		

Para	el	derecho	a	la	vivienda,	incumbe	al	Estado:	a)	programar	
y	 llevar	a	 la	prácIca	una	políIca	de	vivienda	coordinada	con	
las	 enIdades	 privadas	 y	 las	 iniciaIvas	 de	 vivienda	 colecIva	
que	 se	 inscriba	 en	 los	 planes	 de	 desarrollo	 general	 del	
territorio	 que	 se	 apoya	 en	 planes	 de	 urbanización	 que	
garanIcen	 la	 existencia	 de	 una	 red	 de	 transporte	 y	 de	
equipamientos	 sociales	 apropiados;	 b)	 hacer	 construir,	 en	
colaboración	 con	 las	 organizaciones	 comunitarias	 locales	
viviendas	económicas	y	sociales;	y	c)	esImular	la	construcción	
privada	 subordinándola	 siempre	 al	 interés	 general	 y	 el	 bien	
común.		

Se	determinará	un	plan	nacional	de	vivienda	por	ley,	dirigido	a	
la	 puesta	 en	 el	 mercado	 de	 casas	 asequibles	 en	 número	
suficiente	 y	 regular	 la	 coordinación	 de	 las	 iniciaIvas	 de	
vivienda	 colecIva	 para	 las	 construcciones	 soluciones	
comunitarias	 dirigidas	 al	 Buen	 Vivir	 de	 la	 comunidad.	
Asimismo,	se	asegurará	las	vías	de	fiscalización,	intervención	y	
de	ser	necesario	el	control	estatal	de	las	inmobiliarias	para	la	
construcción	de	viviendas.		

La	 planificación	 de	 construcciones	 de	 soluciones	
habitacionales	 realizadas	 por	 enIdades	 parIculares	 y	 las	
iniciaIvas	 de	 vivienda	 colecIva	 tendrán	 en	 cuenta	 las	
parIcularidades	 de	 las	 ciudades,	 comunas	 y	 barrios,	 como	
también,	las	condiciones	medioambientales.		

La	 iniciaIva	de	vivienda	 colecIva	es	 la	propuesta	organizada	
desde	 las	 organizaciones	 comunitarias	 con	 personalidad	
jurídica,	natural	o	de	hecho	que	agrupe	a	 la	comunidad	 local	
afectada	 por	 la	 carencia	 de	 una	 casa	 propia	 en	 conjunto	 a	
profesionales	y	asesorada	por	el	Ministerio	de	Obras	Públicas	
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y	enIdades	privadas	de	beneficencia.	Se	regulará	mediante	un	
reglamento	del	Ministerio	de	Obras	Públicas” .	74

4.19.	 Derechos	 ColecIvos	 y	 Reconocimiento	 de	 la	
Plurinacionalidad	

Chile	se	consItuye	en	un	Estado	unitario	en	que	se	consagra	el	
principio	 del	 pluralismo	 cultural	 y	 se	 protege	 la	 diversidad	
étnica,	 que	 comprende	 los	 pueblos	 indígenas,	 su	 idenIdad	 y	
cultura	propia.	

Los	 derechos	 colecIvos	 se	 relacionan	 con	 el	 medio	 en	 que	
viven	estos	grupos	y	en	el	uso	de	sus	recursos,	y	el	derecho	a	
conservar,	 desarrollar	 y	 fortalecer	 su	 idenIdad,	 idiomas,	
insItuciones	y	tradiciones	sociales	y	culturales.	

El	 Estado	 debe	 fomentar	 la	 valoración	 y	 difusión	 de	 las	
manifestaciones	culturales	de	los	pueblos	indígenas,	los	cuales	
Ienen	 derecho	 a	 una	 educación	 propia	 y	 a	 un	 régimen	
educaIvo	 de	 carácter	 intercultural	 y	 bilingüe,	 atendiendo	 a	
sus	parIcularidades	socioculturales,	valores	y	tradiciones.	

Finalmente,	debe	consagrarse	los	arzculos	4,	5,	6,	7,	8,	13	y	14	
del	Convenio	169	de	la	OIT	y	los	arzculos	2,	5,	11,	13	y	21	del	
Convenio	 107	 de	 la	 OIT	 sobre	 la	 protección	 de	 la	 idenIdad	
cultural,	 vida	 comunitaria,	 el	 derecho	 a	 asociación	 entre	 los	
integrantes	 de	 una	 comunidad	 indígena	 y	 entre	 pueblos	
indígenas,	su	libertad	religiosa,	acceso	a	derechos	sociales	y	de	
tercera	 generación	 para	 su	 integración	 a	 la	 vida	 económica,	
políIca	y	cultural	del	país.		

4.20.	Derechos	de	los	Niños,	Niñas	y	Adolescentes	

En	 la	 Nueva	 ConsItución	 se	 deben	 integrar	 los	 principios	
fundamentales	 de	 la	 Convención	 de	 Derechos	 del	 Niño	 de	
1989,	raIficado	en	Chile:	

• Principio	 de	 No	 Discriminación:	 El	 art.	 2	 n°1	 del	
convenio	establece	una	doble	obligación	para	el	Estado	
respecto	al	niño.		

	 Layseca,	 Alisson	 (2020):	 ¿Qué	 Piensan	 las	 y	 los	 Jóvenes	 IC	74

Respecto	 al	 Derecho	 a	 la	 Vivienda?,	 en	 Conversatorio	
“Derecho	a	la	Vivienda”	de	Chile	Digno	Sino	Pa´	Que.	
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Primero	una	obligación	negaIva	–de	no	hacer-,	 la	cual	
dice	que	todos	los	Estados	miembros	deben	abstenerse	
de	 hacer	 disInciones,	 exclusiones	 o	 restricciones	
basadas	 en	 calificaciones	 –sexo,	 color,	 raza,	 idioma,	
religión,	 etnia,	 condición,	 representantes	 legales	 o	
padres,	 etc-.	Mientras,	 en	 segundo	 lugar,	 se	 habla	 de	
una	obligación	posiIva	de	adoptar	medidas	especiales	
necesarias	 para	 eliminar	 o	 al	 menos	 reducir	 las	
condiciones	 fácIcas	 y	 jurídicas	 que	 conducen	 a	 la	
discriminación.		

• Principio	de	Interés	Superior	del	Niño:	El	art.	3	de	dicha	
convención,	señala	un	principio	fundamental,	donde	se	
determina	 que	 toda	 medida	 que	 tomen	 tanto	
insItuciones	 públicas	 o	 privadas,	 tribunales,	
autoridades	 administraIvas	 y	 órganos	 legislaIvos,	
consideren	 el	 Interés	 Superior	 del	 Niño,	 el	 cual	 Iene	
una	triple	conceptualización:	

✓ Como	 Derecho	 SustanIvo:	 Es	 una	
consideración	primordial	que	se	evalúe	y	
tenga	 en	 cuenta	 al	 sopesar	 disIntos	
intereses	 para	 tomar	 una	 decisión	 que	
afecte	a	un	niño	concreto,	genérico	o	los	
niños	en	general.	

✓ Como	 Principio	 Jurídico	 InterpretaIvo:	
Ante	disposiciones	jurídicas	que	admiten	
más	 de	 una	 interpretación,	 se	 elegirá	 la	
que	 saIsfaga	 más	 efecIvamente	 el	
Interés	Superior	del	Niño.		

✓ Como	 Norma	 de	 Procedimiento:	 La	
adopción	 de	 decisiones	 de	 tribunales	 y	
todas	 las	 enIdades	 enumeradas	
anteriormente	 deberá	 incluir	 una	
esImación	 de	 las	 repercusiones	 –tanto	
posiIvas	 como	negaIvas-	de	 la	decisión	
sobre	el	niño.		

• Derecho	a	la	Vida,	Supervivencia	y	el	Desarrollo:	El	art.	
6	 nos	 habla	 de	 la	 defensa	 del	 derecho	 a	 la	 vida	 y	
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supervivencia	de	los	menores	que	debe	ser	garanIzado	
por	el	Estado.	Y,	según	el	Comité	de	 la	Convención,	se	
enIende	 el	 desarrollo	 de	 forma	 amplia,	 vale	 decir,	 se	
exIende	al	desarrollo	xsico,	mental,	moral,	espiritual,	
psicológico	y	social	del	niño.		

Se	Vulnerarían	los	Derechos	del	Niño	cuando,	según	la	
Convención	 de	 Derechos	 del	 Niño,	 en	 su	 arzculo	 19,	
exista	 alguna	 forma	 de	 perjuicio	 o	 abuso	 xsico	 o	
mental,	 descuido	 o	 trato	 negligente,	 malos	 tratos	 o	
explotación,	 incluido	 el	 abuso	 sexual.	 La	 OMS,	 aclara	
que	 todos	 los	 Ipos	 de	 maltrato	 xsico	 o	 psicológico,	
abuso	 sexual,	 desatención,	 negligencia	 y	 explotación	
comercial	 o	de	otro	Ipo	que	 causen	o	puedan	 causar	
un	 daño	 a	 la	 salud,	 desarrollo	 o	 dignidad	 del	 niño,	 o	
poner	 en	 peligro	 su	 supervivencia,	 en	 el	 contexto	 de	
una	relación	de	responsabilidad,	confianza	o	poder.	

Siendo	más	clara	la	UNICEF	nos	dice	que	la	vulneración	
es	 cuando	 un	 niño	 o	 niña	 “sufren	 ocasional	 o	
habitualmente	 actos	 de	 violencia	 xsica,	 sexual	 o	
emocional,	 sea	 en	 el	 grupo	 familiar	 o	 en	 las	
insItuciones	sociales” .	75

• La	Voz	del	Niño:	El	art.	12	de	la	misma	convención	nos	
señala	 que	 se	 debe	 tener	 en	 cuenta,	 en	 función	 a	 la	
edad	 y	 madurez	 del	 niño,	 su	 opinión.	 En	 los	
procedimientos	 judiciales	 y	 administraIvos	 deben	 ser	
escuchados	 los	 menores,	 sea	 directamente	 o	 por	
medio	de	representantes	y	órgano	apropiado.		

Es	 importante	 que	 la	 forma	 de	 tratar	 los	 derechos	 del	 niño,	
niña	 y	 adolescente	 integren	 adecuadamente	 los	 derechos	 de	
primera,	segunda	y	tercera	generación,	la	seguridad	social	y	la	
protección	 del	 núcleo	 familiar,	 como	 también,	 el	 carácter	
sustanIvo	de	estos	derechos;	siendo	ejemplar	la	ConsItución	
PolíIca	de	la	República	del	Ecuador.	

	UNICEF	“Maltrato	InfanIl	en	Chile”.	Disponible	en:	hkps://75

w w w . u n i c e f . c l / a r c h i v o s _ d o c u m e n t o / 1 8 /
CarIlla%20Maltrato%20infanIl.pdf.	 Fecha	 de	 consulta:	 22	 de	
noviembre	de	2020.		
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En	 su	 arzculo	 35	 señala	 una	 garanza	 para	 los	 infantes	 y	
adolescentes	 desde	 el	 derecho	 a	 la	 salud:	 “Las	 personas	
adultas	 mayores,	 niñas,	 niños	 y	 adolescentes,	 mujeres	
embarazadas,	 personas	 con	 discapacidad,	 personas	 privadas	
de	libertad	y	quienes	adolezcan	de	enfermedades	catastróficas	
o	 de	 alta	 complejidad,	 recibirán	 atención	 prioritaria	 y	
especializada	 en	 los	 ámbitos	 público	 y	 privado.	 La	 misma	
atención	 prioritaria	 recibirán	 las	 personas	 en	 situación	 de	
riesgo,	 las	vícImas	de	violencia	domésIca	y	 sexual,	maltrato	
infanIl,	 desastres	 naturales	 o	 antropogénicos.	 El	 Estado	
prestará	 especial	 protección	 a	 las	 personas	 en	 condición	 de	
doble	vulnerabilidad”.		

Mientras	en	su	arzculo	44	nos	habla	de	la	garanza,	que	obliga	
tanto	al	Estado,	la	sociedad	y	la	familia,	a	promover	de	forma	
prioritaria	 el	 desarrollo	 integral	 que	 incluye,	 desde	 su	
dogmáIca	 filosófica	 -el	 comunitarismo	 y	 personalismo	 en	
parIcular-	 el	 acceso	 a	 los	 bienes	 y	 condiciones	 materiales	
necesarias,	 los	 bienes	 superiores	 de	 la	 cultura,	 la	
contemplación	y	vida	comunitaria.		

“(1)	 El	 Estado,	 la	 sociedad	 y	 la	 familia	 promoverán	de	 forma	
prioritaria	 el	 desarrollo	 integral	 de	 las	 niñas,	 niños	 y	
adolescentes,	y	asegurarán	el	ejercicio	pleno	de	sus	derechos;	
se	atenderá	al	principio	de	su	interés	superior	y	sus	derechos	
prevalecerán	 sobre	 los	 de	 las	 demás	 personas.	 (2)	 Las	 niñas,	
niños	y	adolescentes	tendrán	derecho	a	su	desarrollo	integral,	
entendido	 como	 proceso	 de	 crecimiento,	 maduración	 y	
despliegue	 de	 su	 intelecto	 y	 de	 sus	 capacidades,	
potencialidades	y	aspiraciones,	en	un	entorno	familiar,	escolar,	
social	y	comunitario	de	afecIvidad	y	seguridad.	Este	entorno	
permiIrá	la	saIsfacción	de	sus	necesidades	sociales,	afecIvo-
emocionales	 y	 culturales,	 con	 el	 apoyo	 de	 políIcas	
intersectoriales	nacionales	y	locales”.		

Finalmente,	en	su	arzculo	45	nos	señala:	“(1)	Las	niñas,	niños	
y	 adolescentes	 gozarán	 de	 los	 derechos	 comunes	 del	 ser	
humano,	 además	 de	 los	 específicos	 de	 su	 edad.	 El	 Estado	
reconocerá	 y	 garanIzará	 la	 vida,	 incluido	 el	 cuidado	 y	
protección	 desde	 la	 concepción.	 (2)	 Las	 niñas,	 niños	 y	
adolescentes	Ienen	derecho	a	la	integridad	xsica	y	psíquica;	a	
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su	 idenIdad,	 nombre	 y	 ciudadanía;	 a	 la	 salud	 integral	 y	
nutrición;	a	la	educación	y	cultura,	al	deporte	y	recreación;	a	la	
seguridad	 social;	 a	 tener	 una	 familia	 y	 disfrutar	 de	 la	
convivencia	familiar	y	comunitaria;	a	la	parIcipación	social;	al	
respeto	 de	 su	 libertad	 y	 dignidad;	 a	 ser	 consultados	 en	 los	
asuntos	que	 les	afecten;	a	educarse	de	manera	prioritaria	en	
su	idioma	y	en	los	contextos	culturales	propios	de	sus	pueblos	
y	 nacionalidades;	 y	 a	 recibir	 información	 acerca	 de	 sus	
progenitores	o	familiares	ausentes,	salvo	que	fuera	perjudicial	
para	su	bienestar” .	76

4.21.	 Derechos	 de	 las	 Personas	 con	 Discapacidad	 y	 de	 las	
Personas	Mayores	o	de	Avanzada	Edad	

El	Estado	se	obliga	a	 la	prevención	y	eliminación	de	todas	las	
formas	 de	 discriminación	 contra	 las	 personas	 con	
discapacidad.	

Se	 debe	 propiciar	 la	 plena	 integración	 en	 la	 sociedad	 de	 las	
personas	con	discapacidad	y	personas	mayores	o	de	avanzada	
edad,	 así	 como	 el	 pleno	 ejercicio	 de	 sus	 derechos	
fundamentales.	

Se	 establecerán	 derechos	 de	 las	 personas	 en	 situación	 de	
discapacidad,	 para	 que	 puedan	 integrarse	 y	 ser	 incluidas	
socialmente,	 gozando	 de	 manera	 efecIva	 de	 todos	 los	
derechos	 fundamentales	 y	 humanos.	 El	 Estado	 respetará	 y	
promoverá	 la	autonomía	e	 independencia	de	 las	personas	en	
esta	 condición,	 y	 atenderá	 especialmente	 los	 casos	 en	 que	
existan	condiciones	de	dependencia.	

4.22.	Derechos	de	los	Inmigrantes	

Se	 reconocerá	 a	 las	 personas	 migrantes	 el	 goce	 de	 los	
derechos	 y	 libertades	 fundamentales	 en	 los	 términos	 que	 la	
ConsItución,	los	tratados	y	la	ley	establezcan.	

Los	poderes	públicos	deberán	 garanIzar	 el	 ejercicio	de	 estos	
derechos	y	promover	la	interculturalidad.	

	 ConsItución	 PolíIca	 de	 Ecuador	 de	 2008.	 Disponible	 en:	76

hkps://www.oas.org/juridico/pdfs/mesicic4_ecu_const.pdf.	
Fecha	de	consulta:	21	de	noviembre	de	2020.	
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10 de enero de 2021

	

Comisión	Jurídica	Jóvenes	Izquierda	CrisIana	

Comisión	ConsItuyente	Izquierda	CrisIana	

¡ÉIca,	Solidaridad	y	Esperanza!	¡A	construir	el	
Buen	Vivir!
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